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Chupícuaro, Guanajuato.* 


egún la recientemente fallecida Beatriz BraniffCornejo, el sitio que actualmente 
se conoce como Chupícuaro —lugar de cochinilla, en purépecha— es producto 
de una evolución que, probablemente, se dio a lo largo de aproximadamente 


mil años, siendo además dicho sitio, un enclave funerario. 


Algunos autores proponen que la existencia de Chupícuaro se dio entre 650 
a.C. y 450 d.C., o entre 500 a.C. y 350 d.C. Esta existencia tuvo sus precedentes en 
otros sitios arqueológicos, en concreto, el Opeño (Michoacán) y la cultura capacha 
(Costa del pacífico, cuyo centro fue Colima), por la similitud en la elaboración de las 


piezas de cerámica. 


Derivado de esta precedencia y similitud estética, se cree que, los individuos 
procedentes de el Opeño y la cultura capacha, se asentaron en la zona de Chupícuaro, 
floreciendo en los tiempos antes mencionados. Las fases históricas de Chupícuaro 
se han clasificado en tres: Chupícuaro temprano, que es datado entre 650 a.C. y 400 
a.C., donde las piezas encontradas tienen una policromía roja y café, sobre un fondo 
blanco amarillento. La siguiente fase es Chupícuaro A y B, caracterizada por los 
colores negro y rojo sobre el fondo bayo o blanco amarillento, siendo datado entre 
400 a.C. y 150 a. C. Según Braniff, en este tiempo, Chupícuaro ya era un centro de 


poder que tenía contacto con las culturas de la cuenca del Valle de México. 


A partir del 150 a.C. surge un período de expansión, que se materializa en las 
fases Morales — que obtiene su nombre del sitio los Morales ubicado en Comonfort-, 
Mixtlán — Ubicado en Acámbaro- Loma Alta, Michoacán y Cerro Encantado, 
Jalisco, donde las formas estilísticas chupicuarenses se dan a conocer en virtud de la 
policromía o de las piezas con forma de animales. En relación con la arquitectura, las 
excavaciones han revelado túmulos funerarios, que no son piramidales, sino que están 


hundidos, contando con las piezas cerámicas que se han mencionado anteriormente. 
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PRELIMINARES 


La Gaceta del Poder Judicial de Guanajuato, en esta ocasión contiene 3 secciones: 


Criterios jurisdiccionales, Casos y cosas de derecho, y recensiones. 


La primera parte contiene las versiones oficiales de los criterios cuya invocación 


legal es citar la presente fuente. 


Mientras, los contenidos de los artículos, comentarios y opiniones, vertidos en 
la segunda y tercera sección son exclusivamente responsabilidad de sus autores y no 


representan la postura oficial del Poder Judicial del Estado de Guanajuato. 


Se permite la copia o redistribución total o parcial de la presente obra con la 
condición de que se precise la fuente, el autor y la creación en el Poder Judicial del 


estado de Guanajuato. 


DECLARACIONES 


I. Todo artículo que se publique en la gaceta del Poder Judicial debe seguir la 


metodología propia que consta en el portal oficial de Investigaciones Jurídicas. 


II. Se asegura la publicación de réplicas científicas a los trabajos, siempre 
y cuando verse sobre el tema principal del texto replicado, la extensión sea de 15 


páginas máximo y se satisfagan los requisitos metodológicos propios. 


TIT. La revista publicará artículos de autores invitados y de todo aquel interesado 
en difundir su opinión sobre temas relacionados con la ciencia jurídica, mismos 
que podrán enviar libremente al correo electrónico investigaciones.juridicas(W 
poderjudicial-gto.gob.mx. Los trabajos enviados serán evaluados por el comité 


editorial de la revista, quien determinará si admite o niega la publicación. 


nero 2023 | Año V | No. ——————— 


El envío del artículo implica la declaración formal del remitente de que es inédito 


y de su autoría; así mismo acepta ceder de manera irrevocable, los derechos de autor 
al Poder Judicial de Guanajuato. Del mismo modo asume, de manera individual, la 
responsabilidad de potenciales daños que su escrito pudiera causar, desligando a esta 


institución. 


Fig. 2. Cajete polícromo funerario de Chupícuaro. Extraído de Museo 


Nacional de Antropología e Historia. Pieza del mes. Arqueología. Agosto 2018. 


Recuperado de https://mna.inah.gob.mx/detalle_pieza_mes.php?id=173 


Abreviaturas, latinismos, extranjerismos y siglas empleadas 


A quo Juez de primera instancia 


Ad quem Tribunal de segunda instancia 


Cfr. Confrontar 


Clickjacking Técnica que permite a los hackers insertar 


una capa de interfaz de usuario invisible 


entre la yema del dedo y el contenido que 


se muestra en la pantalla del dispositivo. 


Cookies Información enviada por un sitio web y 
almacenada en el navegador del usuario, 
de manera que el sitio web puede consultar 


la actividad previa del navegador. 
Common law derecho anglosajón 
Dr. Jur. Doctor en derecho 


Grooming Forma delictiva de acoso que implica a 
un adulto que se pone en contacto con 
un niño, niña o adolescente, con el fin 
de ganarse poco a poco su confianza 
para luego involucrarle en una actividad 


sexual. 
Gusano (informática) Malware que se replica para 


propagarse a otras computadoras. 


Este software malicioso suele utilizar 
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LCC 


Lic. 


Lifelogging 


Malware 


MPG 


passim 


Pharming 


Phisinhg 


una red informática para propagarse, 
aprovechando las fallas de seguridad en 
la computadora de destino para acceder 


a ella. 


Licenciada en comunicaciones 


Licenciado (a) 


Es la documentación, por parte del 
usuario, de su vida, con dispositivos 
capaces de medirlo y registrarlo todo, 
como ubicación geográfica, frecuencia 
cardiaca, dietas, horas de sueño y 


momentos de ocio. 


Software 


cualquier sistema que afecte los intereses 


malicioso, que incluye 


del usuario. 


Maestro en política y gobierno 


En varias partes 


Estafa en línea que consiste en dirigir a 
las personas a páginas web fraudulentas 


que imitan páginas auténticas. 


Técnica de ingeniería social que usan 


los  ciberdelincuentes para obtener 


información confidencial de los usuarios 


de forma fraudulenta y así apropiarse 


na o Toe ode " 


de la identidad de esas personas. Los 


ciberdelincuentes envían correos 
electrónicos falsos como anzuelo para 
“pescar” contraseñas y datos personales 


valiosos. 


pp. páginas 


Scammer  Estafador 


Sexting Término que implica la recepción o 
transmisión de imágenes o videos que 
conllevan un contenido sexual a través 
de las redes sociales, ya sea con o sin 
autorización de quien los coloca en el 


medio. 
Social spammer Persona que envía spam (correo basura) 


Software Componente intangible de sistemas de 


cómputo. 


Tabnabbing Phishing que apunta directamente a la 


vulnerabilidad de la persona usuaria. 
Token Objeto físico o digital que tiene valor en cierto 

contexto O para determinada comunidad, 

aunque su propia materialidad no contenga 


ese valor en sí. 


Vid. Ver 
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Presentación editorial 


alance, armonía y equilibrio con pesos y contrapesos entre los 3 
poderes legislativo, ejecutivo y judicial, son imperativos para el 


correcto funcionamiento del estado. 


Cobrando especial relevancia el poder judicial y sus resoluciones; al 
ser garante de la convencionalidad, constitucionalidad y legalidad. Dicho 
de otra manera, de las reglas de juego que conforman el tejido social y, 
si no se logra, si subsiste el problema, por cualquier razón, llanamente 


implica la frustración de las expectativas normativas y sociales. 


Pues bien, para contar con más y mejores herramientas para dirimir 
las controversias se hace necesario interiorizar los problemas y buscar la 


mejor solución. La más justa, la legítima. 


De ahí que la presente gaceta, la primera del año, publica una 
jurisprudencia estatal por contradicción de tesis en materia civil, en la 
que se asume una hermenéutica sobre la calificación de la alzada de la 
causal de excusa prevista en la fracción XVII del artículo 41 del código 


de procedimientos civiles del estado. 


Luego, después de una búsqueda extensa en revistas del poder 
judicial local, se recopilan los criterios relativos a la acción reivindicatoria 


desde 1981. Agregando un análisis capsular de su concepto y alcances. 


Mientras en la sección casos y cosas de derecho se analiza y justifica 
el divorcio intraprocesal en la legislación de Guanajuato; con el que se 
abre brecha en temas clásicos de derecho civil que en antaño consideraba 
el divorcio como la última opción, que era mejor conservar a los consortes 


y a su familia con problemas de convivencia que la separación, en una 


especie de necesaria esclavitud matrimonial. Pero este entendimiento 
mutó y, en la actualidad, se pretende facilitar el divorcio en aras de la 


libertad de las personas antes que sostener un mal matrimonio. 


Misma sección en que se interioriza un tema que está llegando en 
sunami al mundo jurídico y que, de un salto, se tiene la sensación que se 
está en un ambiente de ficción futura, pero que es el presente; por lo que, 
a fin de no argumentar con conceptos paleolíticos y ejemplificando con 
dinosaurios a punto de extinción, se analiza el futuro de los metaversos 


y la justicia digital. 


En la última parte de la revista se expone una recensión de la obra 
el delito continuado del profesor Enrique Cardona Arizmendi, otrora 
presidente del supremo tribunal de justicia, quien lo escribió cuando 
aún no se consideraba en la ley y, aun con el paso de más de 50 años, 


subsiste la polémica sí se requiere o no, la acreditación de un plan general 


preconcebido por el activo; mientras algunas otras de sus conclusiones, 


aún son válidas y en cualquier caso se requiere la doctrina pasada y los 
textos actuales para la correcta interpretación del vigente artículo 10 del 


código penal de Guanajuato. 


Una nueva jurisprudencia civil, una compilación de criterios de 
la acción reivindicatoria, un análisis sobre el divorcio intraprocesal, 
un estudio sobre los metaversos y la justicia digital más una recensión 
sobre el delito continuado; ocupan la gaceta. Todo en contribución 
a la trascendencia del poder judicial cuyo fin primordial es dirimir 
controversias, manteniendo el equilibrio necesario, eso que se llama 


estado de derecho. 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 
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Contradicción de tesis número 5/2022-ct entre los criterios sostenidos 
por la segunda y séptima salas civiles y los sustentados por la primera, 


cuarta y sexta salas civiles. 


xcusa en materia civil. La fundada en la fracción XVII del artículo 41 
del código de procedimientos civiles para el estado solo será susceptible 
de calificarse por la alzada cuando exista inconformidad de alguna o 


ambas partes. 


Hechos: Las Salas Civiles del Supremo Tribunal de Justicia del Estado 
contendientes sostuvieron criterios discrepantes al darle trámite a excusas fundadas 
en la fracción XVII del artículo 41 del Código de Procedimientos Civiles en las 
que no se planteó inconformidad de las partes. La Segunda y Séptima Salas Civiles 
consideraron que una excusa planteada con fundamento en la fracción XVII del 
artículo 41 del Código de Procedimientos Civiles, ante la falta de conformidad 
expresa de las partes, debe ser calificada; mientras que la Primera, Cuarta y Sexta 
Salas Civiles estimaron que una excusa fundada en la fracción XVII del artículo 41 
de la ley adjetiva civil local, cuando las partes no manifestaron inconformidad, no 


requiere ser calificada. 


Criterio jurídico: El Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado 
establece que las excusas de las personas juzgadoras basadas en la fracción XVII 
del artículo 41 del Código de Procedimientos Civiles del Estado solo requieren ser 
calificadas por la alzada cuando exista oposición de parte, esto es, cuando alguna o 


ambas partes no estén conformes con la excusa planteada por la persona juzgadora. 


Justificación: Conforme al artículo 45 de la ley adjetiva civil, los magistrados, 
jueces y secretarios tienen del deber de excusarse del conocimiento de los negocios en 
que ocurra alguno de los impedimentos, expresando concretamente en qué consiste. 
En el artículo 46 se señala que, si el impedimento está comprendido en las primeras 


16 fracciones del artículo 41, la determinación de la excusa del juez o magistrado es 


——— ioo2089 AñO Y 10.1 


Pod dedo z 


irrecurrible y pasará el negocio a quien corresponda conforme a la Ley Orgánica del 


Poder Judicial. Por otra parte, según lo establece el artículo 47, las excusas basadas 
en la fracción XVII del artículo 41, solo serán irrecurribles si se conformaren con 
ella las partes, de donde se puede concluir válidamente que, si las partes no plantean 
oposición, se tornan irrecurribles y por tanto no calificables, de modo que la excusa 
surte sus efectos de plano, consecuentemente debe remitirse el expediente a quien 


corresponda de acuerdo a la Ley Orgánica del Poder Judicial de Estado.” 


Aprobada en sesión de Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, 


celebrada el día 16 de noviembre de 2022. Magistrado Ponente Francisco Javier 
Zamora Rocha. 


Fig. 3. Chupícuaro. Formas. Extraído de Braniff Cordero, Beatriz: (1996). Los 


cuatro tiempos de la tradición Chupícuaro. Arqueología, (16), 58-68. Recuperado a 


partir de https: //revistas.inah.gob.mx/index.php/arqueologia/article/view/12514 


La acción reivindicatoria en el Estado de Guanajuato. 


Lic. Rafael Rosado Cabrera 


a acción reivindicatoria, como se desprende de los artículos 828, 
829, 1049 y 1076 fracción VI del código civil para el estado de 
Guanajuato, es el mecanismo legal para reclamar la devolución 


de un bien, mueble o inmueble debidamente identificado.' 
Sus elementos conformantes son: 


1. La propiedad de la cosa que reclama en favor demandante. 
2. La posesión, por el demandado, de la cosa perseguida. 
3. Identidad del bien reclamado. 


Interpretando y definiendo sus alcances el poder judicial de 


Guanajuato ha emitido, entre otros criterios, los siguientes:? 


Cfr. Pallares, Eduardo: Tratado de las acciones civiles. Ed. Porrúa. México. 
10% edición corregida y aumentada. 2002. México. p. 109. Llamas Pombo, 
Eugenio (Dir): Acciones Civiles. T. IV. Ed. Wolters Kluwer España. 3* edición, 
2019. Madrid. p. 342. Además, sirve de apoyo la tesis de la Séptima época, 
Registro digital: 245861, Instancia: Sala Auxiliar, Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación. Volumen 75, Séptima Parte, página 13. Materia(s): Civil. Tipo: 
Aislada y la de la octava época, Registro digital: 219236, Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito, Tesis: Vl.20. J/193, Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Núm. 53, Mayo de 1992, página 65, Materia(s): Civil. 
Tipo: Jurisprudencia. 


Acorde las publicaciones oficiales que datan de 1979 hasta 1985. 


Pod dedo 1 


La acción reivindicatoria y el estudio de las excepciones perentorias.-Primera 


Sala Civil.-Toca Numero 6/981.-Magistrado: Juan Jorge Zamora Fonseca. 


Boletín del supremo tribunal de justicia del estado de Guanajuato número 9. 
Abril-Mayo 1981. pp. 146-151 


| Primer agravio por el que se invocan violaciones a los artículos 84, 85, 89, 
225, 227,357, y 358 del Código de Procedimientos Civiles, es infundado. 


Por disposición expresa del artículo 84 del Código de Procedimientos Civiles 
en vigor para el Estado, el actor debe probar los hechos constitutivos de su acción 
Y el reo los de sus excepciones. En la especie, es aceptado por la apelante que el 
actor probó los elementos constitutivos de su acción, “Pag. 2 inciso b)” del escnto 
de agravios Y debe concluirse por consecuencia, como lo hizo el A quo, que la 
acción reivindicatoria fue debidamente acreditada. A su vez en este supuesto, no hay 


violación a los artículos citados por el apelante. 
El segundo agravio es infundado. 


El objeto de la acción reivindicatoria es obtener la entrega de la cosa propia, 
en poder de otra persona sin derecho para ello, como lo ha interpretado la H. Tercera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la República según Tesis publicada bajo 
el número 16 del 1917 a 1965, que dice: “ACCION REIVINDICATORIA. SUS 
ELEMENTOS. La reivindicación compete a quien no está en posesión de la cosa a la 
cual tiene la propiedad y su efecto de declarar que el actor tiene dominio sobre ella y 
se la entregue el demandado con sus frutos y accesiones. Así, quien la ejercita debe 
acreditar: a).-La propiedad de la cosa que reclama; b).-La posesión por el demandado 
de la cosa perseguida y c).-La identidad de la misma, o sea que no pueda dudarse cuál 
es la cosa que pretende reivindicar y a la que se refieren los documentos fundatarios 
de la acción, precisando situación, superficie y linderos, hechos que demostrará por 


cualquiera de los medios de prueba reconocidos por la Ley”. 
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Luego entonces, al comprobarse los elementos de la acción reivindicataria 


procede ordenar la entrega de la finca reclamada con sus mejoras o acciones. 


El tercer agravio por el que se invocan violaciones a los artículos 331, 204, 82, 
83, 91, 279, 282, 286, y 358 del Código de Procedimientos Civiles es infundado e 


inoperante. 


El estudio posterior de las excepciones perentorias opuestas por la demandada, 


no constituye violación al artículo 357 del Código de Procedimientos Civiles, que 


sólo ordena estudiar antes del fondo del negocio las excepciones que no destruyan la 


acción y tienen ese carácter principalmente, las excepciones dilatorias. 


En nada importa el A quo si en su sentencia analizara primero los elementos 
de la acción y dijera encontrarla probada y con posterioridad al exponer el estudio 
de las excepciones perentorias, las estimara improcedentes, en virtud de que ambas 
consideraciones constituyen parte de un todo que es la resolución judicial denominada 


sentencia. 


Por otra parte, como, lo determinó el A quo, los elementos de la demanda 
previstos por el artículo 331 del Código de Procedimientos Civiles, se encuentran 
claramente precisados en los puntos a), b), c) y d), del escrito correspondiente; la 
parte final de ese escrito pide al Juez acuerde la demanda en los términos que en 
derecho proceda, lo que es suficiente para encontrar satisfechos los elementos del 


artículo 331 del Código de Procedimientos Civiles. 


La sine actione agis o falta de acción, tiene por objeto arrojar la carga de la 
prueba al actor y obligar al Juez a estudiar los elementos constitutivos de la acción, 
según lo ha determinado la H. Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
República según Tesis de Jurisprudencia publicada bajo el número 135 del Apéndice 
de 1917 a 1965, cuya letra dice:” DEFENSAS. SINE ACTIONE AGTÍS. No constituye 
propiamente hablando una excepción, pues la excepción es una defensa que hace valer 


el demandado, para retardar el curso de la acción, o para destruirla, y la alegación de 


a O Foo ole > 


que el actor carece de acción, no entra dentro de esa división. Sine actione agis no 


es otra cosa que la simple negación del derecho ejercitado, cuyo efecto jurídico en 
juicio, solamente puede consistir en el que generalmente produce la negación de la 
demanda, o sea, el de arrojar la carga de la prueba al actor, y el de obligar al Juez a 
examinar todos los elementos constitutivos de la acción”. Como en el inciso a) del 
considerando segundo se analizaron los elementos de la acción y a juicio del A quo 
éstos fueron probados, es evidente la excepción en estudio fue inoperante, como lo 


es ahora el agravio expresado. 


Tampoco agravia a la apelante la consideración del A quo que analiza la llamada 
excepción de mutuo consenso, por que si bien es cierto que en estricta gramática, 
no pueden ser iguales el acuerdo entre las partes y el mutuo consenso, pues ambas 
frases contienen diversas palabras, también lo es que no hay conformidad del actor 
en la posesión de la demandada, a pesar de haber adquirido 16 años después de estar 
poseyendo ésta, pues debe tomarse en cuenta que el actor adquirió en venta judicial 
y precisamente por remate que se hizo en contra de quien aparecía como propietario 
en el Registro Público de la Propiedad lo que no puede presumir el mutuo concenso, 


(sic) o al menos la conformidad de actor en la posesión de la demanda. 


El cuarto agravio por el que se invocan violaciones a los artículos 1247, 1037, 
1074, del Código Civil y a los artículos 84 y 331 del Código de Procedimientos 
Civiles así como a los artículos 1232, 1234, 1248, 1254 y 1252 del Código Civil, es 
infundado. 


El A quo hace un exhaustativo (sic) análisis de la excepción de prescripción 
interpuesta por la demandada y después de comprender en él todo lo ordenado por 
los artículos 1039, 1074 y 1247 del Código Civil, exige a la apelante como elemento 
básico de su excepción, revele la causa generadora de su posesión, según términos 
de la Tesis Jurisprudencial publicada bajo el número 259 del Apéndice de 1917 a 
1965, que dice: “PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA. NECESIDAD DE REVELAR 
LA CAUSA DE LA POSESION. El actor en un juicio de prescripción positiva, debe 


revelar la causa de su posesión, aun en el caso del poseedor de mala fe, porque es 
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necesario que el juzgador conozca el hecho o acto generador de la misma, para poder 
determinar la calidad de la posesión, si es un concepto de propietario, originaria 
o derivada, de buena o mala fe y para precisar el momento en que debe empezar 
a contar el plazo de la descripción”. Por lo que no existe violación alguna a los 


preceptos invocados por la apelante. 


Al oponer la excepción denominada falta de interés jurídico, la demandada 
incurre en una evidente repetición de la defensa sine actione agis. Según lo disponen 


los artículos 1 y 2 del Código de Procedimientos Civiles, es parte legítima en un 


procedimiento judicial, la persona que tenga interés directo o indirecto en el negocio; 
dicho interés debe ser jurídico y encontrarse en conflicto con el interés de otra, como 
al efecto sucede en la especie, en donde el actor en su carácter de propietario de un 
inmueble reclama de la demandada como poseedora la devolución y entrega de ese 
bien. En la anterior fórmula el interés se equipara a la acción o al poder jurídico 
que tiene una persona para demandar. Ahora bien, la legitimación en cuestión fue 
debidamente acretidada (sic) por el actor con la documental por él presentada y 
que le acredita como propietario de una cosa de la cual no tiene la posesión, según 
valor que a la documental pública conceden los artículos 132 y 207 del Código de 


Procedimientos Civiles. 


Pero sí la falta de interés se hace consistir en la no reunión de los requisitos 
formales que toda demanda debe contener, esa situación fue desechada por 
improcedente al estudiarse el segundo de los agravios, razón por la cual tampoco 


existen las violaciones alegadas sobre el particular. 


El quinto agravio por el que se invocan violaciones a los artículos 84, 90, 91, 98, 
99, 132, 133, 136, 145, 204 a 223, 227, 342, 357 y 358 del Código de Procedimientos 
Civiles, 1231 1232, 1246, 1247, 1248, 1252, del Código Civil en vigor para el Estado, 


es infundado. 


na o Toe oie a 


La brevedad de estudio realizada por el A quo, respecto de la acción de 


prescripción ejercitada por la demandada en su demanda reconvencional, no trae como 
consecuencia la prosperidad del agravio o la revocación de la resolución apelada y 
demás, es inexacto que con las pruebas aportadas por la apelante se acredita la acción 
reconvencional. En primer lugar la confesional de la actora en nada le beneficia y si 
así lo fuera la apelante nada dice con relación a los hechos supuestamente confesados 
por la parte actora, invocando de manera general el contenido de la confesional 
como un medio de prueba presentado de su parte al igual que sucede con las pruebas 


documental y testimonial, en este sentido su agravio es deficiente. 


Conviene también mencionar como parte de lo infundado del agravio, el 
examen del A quo respecto de la excepción de prescripción positiva y a la cual 
remite cuando repulsa la prosperidad de la acción reconvencional de prescripción, al 
respecto dice el A quo “pues los testigos que presentó, se limitaron a firmar (sic) que 
el primero fundo la razón de su dicho en que conocían a la demandada desde chicos 
ya que siempre han vivido cerca y que fueron compañeros de trabajo; la segunda de 
los testigos fundó su dicho en que nunca ha visto que la demandada tenga problemas 
porque la quieran echar de la casa y porque diariamente pasa por ahí y muy seguido 
la ve a ella y a sus hijos, como se aprecia de los atestos de estas personas en ningún 
momento manifiestan haber visto que la demandada realizara actos de dominio lo 
único que se desprende de sus dichos es que la demandada tiene y ha tenido su 
domicilio en la finca de referencia pero de ninguna manera que sea la dueña de la 
misma, conclusión que se encuentra reforzada con la documental presentada por la 
demandada ya que en todos y cada uno de los documentos que obran a fojas de la 
21 a la 23, de la 35 a la 38 frente, lo único que prueban es que ella ha manifestado 
ante distintas personas que tiene su domicilio en el inmueble que se le reivindica, 
pero de ninguno de ellos se desprende que haya realizado actos de dominio y el 
hecho de pagar el impuesto predial a nombre del actor, tampoco se puede considerar 
como un acto de dominio y más aún, al absolver la Primera Posición confesó ser 
hija del Sr. Isaac Chávez, anterior propietario de la finca en cuestión y al contestar 
la Tercera Posición formulada en la diligencia de desahogo confesó haber convivido 


con su padre, de los anteriores medios de prueba se desprende que la demandada 
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ha tenido su domicilio en la finca que se reclama, pero no la posesión civil de ella 
y al no probar esta característica de la posesión, no puede producir la prescripción 
adquisitiva y por ende no puede prescribir la acción del propietario para reinvindicar 
el bien declarándose improcedente la excepción de prescripción según lo dispuesto al 
respecto por los artículos 1074 del Código Civil y 84 del Código de Procedimientos 
Civiles”. 


Además no debe olvidarse que toda acción de prescripción requiere para su 


prosperidad primeramente acreditar la posesión civil de la cosa y revelar, como lo 


ex1gió el A quo, la causa generadora de esa posesión. 


Acción Reivindicatoria.- Estudio de los títulos de propiedad en la.- Primera Sala 
Civil.- Toca número 155/984.Magistrado: Juan Jorge Zamora Fonseca. 


Boletín del supremo tribunal de justicia número 28. Junio-julio 1984. pp. 202- 
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n el considerando segundo de la sentencia apelada, el a quo analiza los 
elementos de la acción ejercitada y concluye acreditados la identidad de la 
cosa reclamada y la posesión de la demandada sobre esa cosa, lo que por no 
ser motivo de agravio, debe conservarse en plenitud; sin embargo, estimó el juez que 
por tener igual calidad los títulos presentados por las partes (ambos son escrituras 
públicas) y por provenir de un causante diverso, debería prevalecer la posesión, en 
aplicación de la tesis de Jurisprudencia publicada bajo el número 9 del Apéndice al 


Semanario Judicial de la Federación de 1917 a 1975. 


Esa determinación judicial se aparta de las reglas necesarias en el estudio de 
toda acción reivindicatoria. En efecto, la presencia de dos títulos de propiedad con 
causantes diversos obliga al juez a examinar el derecho de éstos, pues sólo así se 
logra justificar la tenencia de un título en poder de los contendientes, o sea, la tesis 
de Jurisprudencia invocada por el Juzgador, no se dirige a exigir un litigio entre los 


causantes de las partes, pues en tal supuesto, el derecho a la cosa, se encontraría 
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determinado, sino a que el Juez con vista del derecho de los autores originales 


resuelva cuál título prevalece, primero en los causantes y posteriormente en los 
causahabientes, actor y demandado dentro del negocio controvertido. Con mayor 
precisión la H. Surpema (sic) Corte de Justicia, explica el contenido de esa tesis 
jurisprudencial, en las siguientes ejecutorias: “... La doctrina ha fijado el valor de las 
presunciones que la práctica revela, clasificándose o constituyendo la escala de su 
eficacia probatoria a este respecto, y ha distinguido tres casos: cuando el demandante 
presenta títulos y el demandado no presenta ninguno; cuando el demandante y el 


demandado los presenta; y cuando ninguno de los dos tiene títulos. En el primer 


caso, se acepta que el derecho del actor debe prevalecer sobre el demandado, siempre 
que el título de aquél sea anterior a la posesión de éste, porque la existencia del 
título es una presunción de propiedad más poderosa que la posesión, cuyo origen sea 
posterior a la fecha del título; en el segundo caso, esto es, cuando el demandante y 
el demandado presentan títulos, si éstos emanan del mismo origen, debe prevalecer 
el primeramente registrado, o el primero en fecha, a falta de registro; si los títulos 
emanan de diversos autores, habrá que estudiar el derecho de éstos para decidir cuál 
habría sido mejor en caso de que el conflicto hubiera surgido entre ellos. Anales 
de Jurisprudencia, XXXVI, P. 766. La Surprema (sic) Corte de Justicia, en algunas 
ocasiones ha sustentado la tesis de que cuando los títulos que presentan actor y 
demandado en el juicio reivindicatorio, provienen de la misma persona es menester 
que el actor reclame la nulidad del título del demandado, ya sea en juicio diverso 
o en el reivindicatorio para que pueda prosperar la acción respectiva; pero estos 
precedentes no pueden tener aplicación, cuando el litigio entre las partes no se 
presenta en las condiciones indicadas, toda vez que el actor y demandado ostentan 
títulos provenientes de diversas personas, pues debe tenerse en cuenta, que cuando 
se ejercita la acción reivindicatoria contra el poseedor de los bienes cuya propiedad 
se alega como origen de la acción, no es posible, en ocasiones, obtener todos los 
antecedentes para fijar las condiciones en que el demandado posee los bienes en 
disputa, puesto que se trata de actos de terceros, cuyo conocimiento no es factible 
adquirir y, en cambio, cuando se ocurre a las autoridades judiciales requiriéndolas 
para que tutelen los derechos de propiedad, y se designa expresamente a la persona 


contra quien se ejercita la acción es indudable que esa reclamación trae implícita la 
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correspondiente a la ineficacia de los títulos que ostenta el poseedor, si es que en el 
momento de la contestación de la demanda, se alega mejor derecho que el del actor, 
ya que solo en esta ocasión, este puede percatarse de las condiciones jurídicas en 
que se encuentra el demandado, respecto a los bienes en disputa; circunstancia por la 
que no puede estimarse que la autoridad judicial se exceda en el contenido de la litis; 
cuando dedica su jurisdicción al estudio y comparación de los títulos presentados por 
las partes, ya que ello constituye la verdadera esencia del litigio. Semanario Judicial 
de la Federación, LXI, P. 315 .....”. 


En la especie, asiste la razón al inconforme, porque mientras el título de 
propiedad presentado por la actora tiene un causante que a su vez se apoya en otro 
título de propiedad, debidamente inscrito en el Registro Público, en la demanda, 
su causante se sustenta en diligencias de información ad perpetuam. Luego, ante 
esas diferencias encontradas en la causa de posesión de los causantes, tiene mayor 
derecho el del actor habida cuenta que las diligencias de información ad perpetuam 
son insuficientes para enfrentarse a los títulos de propiedad del actor . ... Tratándose 
de juicios reivindicatorios de inmuebles deben compararse los títulos de propiedad 
presentados por las partes; y hecha esa comparación, decidir a favor de la parte 
cuyos títulos sean mejores. Ahora bien, si la parte actora presenta títulos cuyo 
enlace es perfecto hasta la escritura en la cual se le aplicaron los bienes de que se 
trate, y la demandada por su parte presenta una información ad perpetuam inscrita 
en el Registro Público de la Propiedad con posterioridad a la fecha en que dichos 
bienes fueron registrados a nombre del causante del actor, y presenta además, otros 
títulos que se derivan de dicha información testimonial, hasta llegar al otorgado 
directamente al demandado, y el título otorgado al actor no fue registrado, en virtud 
del indebido registro de los del demandado, claro es que son de reputarse mejores 
los títulos del actor, sin que obste la falta del registro del título directo de aquél, ya 
que esa omisión no le fue imputable, pues que indebidamente se registraron con 
anterioridad los títulos del demandado, desde el momento en que el registro no 
debió hacerse, atento a que, con mucha anterioridad había sido, inscrita la propiedad 
a favor del causante del actor.- Semanario Judicial de la Federación, XLI, P. 967 


besa Para que proceda, es preciso probar los dos requisitos esenciales siguientes: 
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primero, la propiedad de la cosa, y segundo, la posesión o tenencia de la misma por 


el demandado; mas para acreditar la propiedad, no puede bastar la información ad 
perpetuam, porque es de explorado derecho que ésta sólo puede tener por objeto 
justificar o acreditar un derecho en el que no tiene interés más que la persona de 
quien procede la información. Las informaciones ad perpetuam, por su carácter de 
actuaciones de jurisdicción voluntaia (sic), se reciben fuera de toda contestación y, 
por lo tanto, no pueden tener valor probatorio por sí solas, ni como instrumentos 
públicos, ni como informaciones testimoniales, porque su inscripción sólo implica 
autenticidad y existencia de las actuaciones, y la prueba de testigos, no se recibe con 


” 


citación contraria.- Semanario Judicial de la Federación, XXXVI, P. 726 ..... . 


Analizados de esta manera los títulos presentados por las partes, logra el actor 
acreditar el primer elemento de la acción reivindicatoria, equivalente al tercero en el 


orden seguido por el a quo y por consiguiente, la prosperidad del mismo. 


Acción Plenaria de Posesión o Publiciana y no Reivindicatoria.- Tercera Sala 


Civil.- Toca número 76/984.- Magistrado: J. Jesús Rendón Huerta. 


Boletín del supremo tribunal de justicia número 28. Junio-julio 1984. pp. 212- 
215 


na vez hecho un análisis de la apelación interpuesta por Ma. de los Angeles, 
cabe decir que el Juez Natural tiene razón al asentar en su resolución que 
no procede la acción reivindicatoria por no haber quedado debidamente 
acreditado el primero de los elementos que la constituyen que son: a).- La propiedad 
del bien; b).- La posesión del demandado del bien reclamado; c). - La identidiad (sic) 
del mismo. Sin embargo, aun cuando no haya procedido la acción reivindicatoria, 
es plenamente aplicable el principio de derecho que reza Da mihi factum dabo tibi 
jus; Dame los hechos, que yo te daré el derecho, por cuya aplicación, el juez de 
Primer grado estaba obligado a estudiar, sin cambiarlos o modificarlos, los hechos 


constitutivos de la acción, y determinar cuál fue la verdadera acción que se ejecuto 
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(sic) y se probó en el juicio correspondiente. Este criterio tiene apoyo en la Tesis 
Jurisprudencial No. 6, consultable en página No. 20 del último apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación, Apéndice 1917-1975. Que textualmente dice: “ACCION 
PROCEDENCIA DE LA.- Las disposiciones legales que establecen la procedecia 
(sic) de la acción, aun cuando no se exprese su nombre, con tal que se determine con 
claridad la clase de prestación que se exija del demandado y el título o causa de la 
acción, deben interpretarse en el sentido de que el juez, al resolver la controversia, 
atenderá a la naturaleza de la acción ejercitada, según se desprenda de los hechos 


narrados, sin variar la prestación exigida, ni el título o causa de pedir, sin perjuicio 


de la facultad del juez para aplicar las disposiciones legales procedentes y no las que 
equivocadamente hubiera invocado el actor, pues a las partes corresponde alegar 
y probar los hechos y al Juez aplicar el derecho.” De la anterior transcripción se 
llega al convencimiento de que el Juzgador está facultado para establecer cuál fue la 
acción que realmente se ejercitó. Del análisis de las pruebas aportadas al juicio del 
que se deriva esta apelación, se puede determinar que se dedujo la acción publiciana 
o plenaria de posesión de acuerdo a lo establecido por la Tesis No. 5 consultable 
en la página 16 del último apéndice del Semanario Judicial de la Federación ya 
mencionado.- “ACCION PLENARIA DE POSESION: La acción plenaria de 
posesión, o publiciana, compete al adquirente de buena fe que no está en posesión 
de la cosa que tiene derecho a poseer con justo título aunque no lo acredite como 
propietario; se da contra quien posee con menor derecho y tiene la finalidad de 
obtener la restitución de la cosa con sus frutos y accesiones. Consecuentemente el 
actor deberá probar los siguientes elementos: 1.- Que tiene justo título para poseer; 
2.- Que es de buena fe; 3.- Que el demandado posee el bien a que se refiere el título; 
4.-Que es mejor el derecho del actor para poseer que el que alega el demandado. Para 
este efecto, el Juzgador debe examinar cuál de los títulos invocados por las partes 
es mejor para acreditar el derecho a la posesión civil . La parte apelante acreditó 
en autos todos y cada uno de los elementos constitutivos de la acción plenaria de 
posesión, pues, demostró que tiene justo título para poseer, ya que tanto esta como los 
testigos expresan que el terreno en disputa les fue donado por su padre, o su madre; 
también acredito que su posesión es de buena fe; que el demandado posee el bien 


cuestionado y por último, acreditó que tiene mejor derecho el actor para poseer que 
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el que alega el demandado. En efecto de autos aparece que al contestar la demanda 


el Ingeniero Gustavo, exhibió la escritura que obra en el tomo No. 3 partida 805 del 
protocolo del Notario Público No. 59 de la ciudad de León y en la cual consta que 
el Juzgador Segundo Civil de ese Partido Judicial representado por el Licenciado 
Aurelio y la Señora Luz Angelica en su carácter de Juez y Secretaria respectivamente 
otorgan en forma definitiva al señor J. de la Luz, respecto al inmueble ubicado en 
la congregación de los López del municipio de León cuyas medidas y colindancias 
obran en el documento a que se viene mencionando, que el lote se adjudica con 


base en la sentencia dictada en los autos del juicio Ordinario Civil No. 1835/77 que 


sobre otorgamiento de escritura promovió el referido Ingeniero Gustavo en contra 
de J. Luz; pero en el testimonio que se viene analizando no aparece ninguna prueba 
de la que se derive que el demandado J. Luz, hubiese sido propietario del terreno 
de que se trata, pues no existe ninguna escritura que lo acredite como tal y por lo 
contrario, los datos que identifican el terreno otorgado al señor Ingeniero Gustavo, 
corresponde precisamente al terreno que tenía en posesión el señor J. Jesús con más 
de 20 años anteriores a la fecha de la escritura que se otorgó en favor de Gustavo; por 
lo tanto, esa posesión del actor Jesús debe ser respetada como mejor que la posesión 
de Gustavo con motivo de la adjudicación obtenida en el juicio a que se ha hecho 
referencia. De lo que se lleva expuesto se infiere que procede la revocación de la 
sentencia de primer grado para en su lugar declarar que ha quedado plenamente 
probada la acción plenaria de posesión ejercitada por la parte recurrente aun cuando la 
designó con un nombre equivocado pretendiendo que se trataba de la reivindicatoria. 
En consecuencia procede ordenar la restitución del terreno cuestionado a la parte 
actora representada por Ma. de los Angeles. Como además se ejercitó la acción de 
pago de daños que causó el demandado por haber destruido (sic) un cuarto, con 
relación a ésto no existen pruebas suficientes para determinar el daño causado y el 
valor del mismo, por lo tanto, cabe absolver al demandado de esta obligación. En 
cambio existe en autos el dictamen pericial suscrito por el Ingeniero Civil Elías, 
mismo al que lo asigna valor probatorio pleno el Juzgador de Segunda Instancia, 
con la facultad que al mismo confiere el artículo 226 del Código de Procedimientos 
Civiles y de cuyo parecer pericial se llega a conocimiento de que la rentabilidad del 


terreno es de $2,500.00 pesos mensuales; si de acuerdo con lo expresado por la parte 
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actora el demandado tomó posesión del predio de que se viene hablando, el 25 de 
enero de 1980, y confirmado con la aceptación de esta circunstancia hecha por el 
demandado, a la fecha tiene 39 meses de haber privado de la posesión del actor por 
lo que, si según lo dispuesto en el artículo 1601 del Código Civil, se reputa perjuicio 
la privación de cualquier ganancia lícita, resulta incuestionable que a la fecha la 
actora ha dejado de percibir $97,500.00 por rentas adeudadas, por lo que se condena 


al demandado a cubrirlas por concepto de perjuicios. 


Paralelamente, el poder judicial federal, en la undécima primera época, ha 


emitido los siguientes criterios: 


Registro | Tipo Artículos 

Pe Pr | iaa 

2024270 | Tesis Aislada|Costas. En los juicios sobre | Relacionado 

(Civil) acción reivindicatoria en los|del código de 

que se condene a su pago y|procedimientos 
no se acredite la identidad del | civiles para el estado 
bien, la cuantía del asunto será | de Guanajuato. 
indeterminada. 

2024060 | Tesis Aislada | Acción reivindicatoria. | Relacionado 791 y 
Cuando el predio materia de la | 792 del código civil 
controversia constituye el anexo | para el estado de 


de un monumento histórico, | Guanajuato. 


dicha parte no será objeto de 


reivindicación, al tratarse de un 


bien del dominio público. 


023889 | Tesis Aislada 


(Civil) 


2023973 | Tesis Aislada | Acción reivindicatoria. El hecho 
persona. 
2 


(Civil) 


(Civil) 


2023386 | Tesis Aislada 


de que los títulos de propiedad 
de las partes provengan de un 
mismo tronco o antecedente, no 
implica que tengan un “mismo 
origen”, al ser necesario que los 


hayan adquirido de la misma 


Acción relvindicatoria. Hipótesis 
que vincula a demandar la 
nulidad del título del demandado 
(interpretación del artículo 1256 
del código civil del estado de 
Jalisco). 

Acción reivindicatoria ejercida 
por el heredero. Es necesario que 
exhiba el título de adjudicación 
y el de propiedad del autor de 
la sucesión o sólo el primero, 
siempre que en su texto conste la 
manera en que el de cujus obtuvo 
la propiedad, pues así queda 
establecido que éste, en la fecha 
de su deceso, tenía el dominio 
del bien reclamado (legislación 
del estado de San Luis Potosí). 


1051 


civil 


Relacionado 
del código 
para el estado de 


Guanajuato 


2502 


civil 


Relacionado 
del código 
para el estado de 


Guanajuato. 


Relacionado 621 
y 625 del código 
de procedimientos 
civiles para el estado 


de Guanajuato. 
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Divorcio intraprocesal en la legislación del Estado de Guanajuato. 

Su justificación a través del mecanismo de ponderación, entre los 

derechos fundamentales al libre desarrollo de la personalidad, y 
a la tutela judicial efectiva 


Intra-procedural divorce in the legislation of the State of Guanajuato. Its justification 
through the balancing approach between the fundamental rights to the free 


development of the persona and effective judicial protection 


Magistrado Mtro. Roberto Ávila García 


Sumario: 


Introducción. I. Trámite de los juicios de divorcio en el Estado de Guanajuato. 
II. Derechos fundamentales y principios involucrados en asuntos de divorcio. III. 
Libre desarrollo de la personalidad. IV. Tutela judicial efectiva. V. Aplicación del 


mecanismo de Ponderación. Conclusiones. Bibliografía. 


Resumen: El presente texto, tiene como propósito justificar la figura del divorcio intraprocesal en 
el Estado de Guanajuato, ante la ausencia de norma que lo permita en forma expresa. Para ello, 
se acude al mecanismo de ponderación, entre los derechos fundamentales al libre desarrollo de la 


personalidad, y a la tutela judicial efectiva, a fin de identificar una solución alternativa que permita 


conciliarlos, consistente en el decreto anticipado de la disolución matrimonial solicitada, y la orden de 


proseguir la causa respecto de las demás pretensiones instauradas. 


Palabras clave: Divorcio intraprocesal, mecanismo de ponderación, libre desarrollo de la personalidad, 


tutela judicial efectiva 
Abstract: The purpose of this article is to justify the legal figure of intra-procedural divorce in the State 


of Guanajuato, in the absence of a legal rule that expressly allows it. For this purpose, the balancing 


approach is used between fundamental rights to the free development of the persona and 
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effective judicial protection, in order to identify an alternative solution that allows them to be compatible, 
consisting of the anticipated decree of the requested marital dissolution and the order of continue the 


trial regarding the other claims. 


Keywords: Intra-procedural divorce, balancing approach, free development of the persona, effective 


judicial protection 


Fig. 4. Horno localizado en la comunidad Lo de Juárez, en Irapuato, Guanajuato. 
López, V, Rodríguez, L., Goguitchaichvili, A., Morales Castorena, I., Cejudo 
Ruiz, R., Morales, J., Soler, A.M., Bautista, F., García, R., 2021, De Chupícuaro al 
despoblamiento de la frontera septentrional. Evidencia arqueomagnética del sitio 
Lo de Juárez, Guanajuato, México: Boletín de la Sociedad Geológica Mexicana, 73 
(1), AO050121. http://dx.doi.org/10.18268/BSGM2021v73n1a050121. 
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Introducción 


n las causas familiares en las que se deduce el divorcio, sea en forma singular 
o bajo una integración compleja, en virtud de haber sido planteadas, además, 
prestaciones inherentes a las consecuencias de la disolución marital, respecto 
de hijos infantes o personas en situación de discapacidad, o derechos alimentarios 
o patrimoniales de los divorciantes, el juzgador suele enfrentarse a la siguiente 


disyuntiva: 


a) Si debe dar preponderancia al derecho fundamental al libre desarrollo de la 
personalidad de quien solicita la disolución marital. Ello implicaría que, al tratarse 
del reconocimiento de una situación de hecho, se decrete de plano el divorcio, y se 
dejen a salvo los derechos de los divorciantes, para que hagan valer en un proceso 


diverso las prestaciones correspondientes a sus consecuencias; 


b) Si, por el contrario, debe preservar la tutela judicial efectiva de los 
divorciantes, y demás integrantes del núcleo familiar involucrados. De esta 
manera, y acorde al principio de unidad del proceso, habría entonces de abocarse a 
verificar presupuestos procesales y la debida conformación de la litis, a través de la 
contestación y reconvención que en su caso fuesen formuladas, a proveer sobre las 
medidas instadas y, tras sustanciar el juicio en la forma dispuesta por el legislador 


local, a pronunciarse en sentencia respecto de todas las acciones ejercidas; o 


c) Si se justifica buscar una solución alternativa, que permita conciliar ambas 
prerrogativas, en aras de decretar en forma intraprocesal la disolución matrimonial, 


e instruir la continuidad de la causa respecto de las demás pretensiones instauradas. 


Lo así expuesto pone de relieve que, en los casos de estudio, se encuentran en 
tensión los derechos fundamentales al libre desarrollo de la personalidad, y a la tutela 


judicial efectiva. 


Así, se adelanta que quien esto escribe, se decanta por la opción referida en el 


Inciso C). 
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I. Trámite de los juicios de divorcio en el estado de Guanajuato 


corde a los artículos 73 y 75 del código de procedimientos civiles para 
el estado de Guanajuato, los justiciables pueden someter a la decisión 
de los tribunales, todas o algunas de las cuestiones inherentes a alguna 
controversia; e incluso puede instruirse la acumulación de procesos, cuando así se 
justifique, en virtud de la vinculación de las acciones ejercidas, o de las relaciones 


jurídicas de las que derivan, para evitar así decisiones contradictorias. 


Ello da pauta para que las causas civiles, o familiares, puedan tener una 
integración singular o compleja, esto es, que puedan comprender una o más acciones, 


sea en forma principal, en vía de reconvención, o bien, derivado de su acumulación. 


En ese tenor, los preceptos 227, 361 y 848 de dicho ordenamiento adjetivo, 
receptanlos principios de congruencia y exhaustividad en el dictado de las resoluciones 
judiciales, reconocidos en los artículos 14, 16 y 17 de la constitución política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que imponen al juzgador diversos deberes, entre otros, el 
relativo a la apreciación integral de la litis, acorde a todo lo planteado por las partes 
en sus escritos de postulación, es decir, en su demanda, contestación, reconvención 
y respuesta, la cual comprende, además, el cauce y determinación correspondiente a 
las medidas cautelares que en su caso fueren instadas. 


Ahora bien, debe tenerse presente que, el derecho de familia comprende 
instituciones tanto de integración como de protección de sus miembros, referidas a 
su capacidad, estado civil y parentesco, así como en algunos casos, a cuestiones de 


índole patrimonial. 


Tal es el caso del divorcio, pues sus consecuencias no se agotan en el cese 
del estado civil de matrimonio, ya que son susceptibles de comprender diversos 
aspectos patrimoniales y de protección entre los divorciantes, como la pensión e 


indemnización compensatoria o la disolución de la sociedad conyugal, así como a 


a A Foo do a 


la tutela de la esfera jurídica de las personas integrantes del núcleo familiar, que no 


puedan proveerse por sí mismas, como es el caso de las niñas, niños, adolescentes, 


personas en situación de discapacidad, e incluso, de ausentes. 


Al efecto, se advierte que el legislador local, hizo énfasis en que, en los procesos 
de divorcio, fuesen valoradas, en su integridad, las consecuencias derivadas de la 


ruptura marital. 


Dicha afirmación, resulta asequible, a partir de la relación sistémica que se 
aprecia entre los referidos preceptos, orientados a la observancia de los principios de 
congruencia y exhaustividad, frente a otras disposiciones, tales como las contenidas 
en los artículos 337 -vinculado aún al régimen de causales-, 342 y 342-A del código 
civil para el estado, en las que se establece que, en las sentencias respectivas, 
deberá determinarse lo relativo a la situación de los hijos, y se alude a los derechos 
alimentarios que asisten a los divorciantes, así como en los numerales 847 y 857 del 
código de procedimientos civiles local, en los que se prescribe el cambio de vía de 
divorcio necesario, a mutuo consentimiento, en asuntos en los que se controvierta la 
pérdida del ejercicio de la patria potestad, y se impone a los peticionarios de divorcio 
consensuado, el deber de adjuntar a su solicitud, la propuesta de convenio respecto de 


la custodia y alimentos para sus hijos infantes, o en situación de discapacidad. 


En este rubro, se hace pertinente destacar que, el marco normativo local carece 


de disposiciones que expresamente permitan decretar por anticipado el divorcio, esto 
es, de forma intraprocesal, y sin que fuesen dirimidas la totalidad de las prestaciones 
inherentes a sus consecuencias; como sí acontece en otras legislaciones, como el 
código familiar para el estado de Michoacán de Ocampo (artículos 269 y 270), el 
código de procedimientos civiles para el estado de Chiapas (artículo 655 quinques), 
el código de procedimientos familiares para el estado de Coahuila de Zaragoza 
(artículos 160 y 164), y el código de procedimientos civiles para el Distrito Federal, 
aplicable para la ciudad de México (artículos 88, 272-A y 272-B). 
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Así, ante esa falta de previsión legislativa, en el presente estudio habrán de 
ponderarse los derechos fundamentales, y principios involucrados, en aquellas 
causas familiares de divorcio, con énfasis en las de integración compleja, cuya 
litis comprenda tanto la disolución del vínculo nupcial, como sus consecuencias, 
sea respecto de las instituciones tutelares en favor de los hijos infantes, tales como 
la pérdida del ejercicio de la patria potestad, los alimentos, la guarda y custodia, 
las convivencias, etc., o de los propios divorciantes, en lo tocante a sus derechos 
alimentarios o patrimoniales, como por ejemplo, la disolución de régimen de sociedad 


conyugal; así como la posibilidad de escindir el proceso respectivo. 


Para ello, se precisa que el legislador local carece de potestad para solventar 
la referida ausencia de norma, pues ésta fue suprimida, en virtud de la reforma a 
diversos artículos de la constitución política de los estados unidos mexicanos en 
materia de justicia cotidiana, publicada en el diario oficial de la federación de fecha 
15 de septiembre de 2017, a través de la cual, se adicionó una fracción XXX a su 
numeral 73, con la finalidad de facultar al congreso de la unión para expedir una 


legislación única en materia procesal civil y familiar, la cual, aún no ha sido expedida. 
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II. Derechos fundamentales y principios involucrados en asuntos de 


divorcio 


omo ha sido referido, en los conflictos de familia, puede acontecer que se 
deduzcan de manera simultánea, ya sea en forma primigenia, ya en vía de 
reconvención o por acumulación, la acción de divorcio, y otras prestaciones 
relativas a sus consecuencias, respecto de los integrantes del núcleo familiar, derivado 


de la relación de matrimonio. 


Tales escenarios, ponen de relieve el involucramiento de diversos derechos 
fundamentales, entre otros, el relativo al libre desarrollo de la personalidad, que 
concierne a la ruptura marital propiamente dicha, y el correspondiente a la tutela 
judicial efectiva, que en sus diversas vertientes de acceso a la justicia y debido proceso, 
impone al juzgador, entre otros, el deber de dirimir las diversas pretensiones hechas 
valer por los divorciantes, respecto de sus intereses patrimoniales, y de protección a 


los diversos integrantes de la familia respectiva. 


Ante ello, se hace necesario referir algunas consideraciones en torno a dichos 


derechos fundamentales, y los principios que comprenden. 


En la época posmoderna, los derechos relativos a la tutela judicial efectiva, a 
la integridad personal, la libertad de pensamiento, a la protección de la honra y la 
dignidad de las personas, así como sus respectivos alcances respecto del principio 
de la autonomía personal, han sido motivo de reconocimiento y protección, tanto en 


instrumentos internacionales, como en ordenamientos nacionales y subnacionales. 


A continuación, se alude a algunos de los ordenamientos vinculantes más 
significativos, para el estado mexicano, en torno al reconocimiento de los derechos 


de mérito. 


Obligación 
específica 


Derecho a la 
tutela judicial 
efectiva 


Derecho a la 
integridad 
personal 


Protección de 
la honra y de la 
dignidad 


Libertad de 
pensamiento y de 
expresión 


Sistema universal 


Pacto internacional 
de derechos civiles 
y políticos! 


Artículo 14 


Artículo 7 


Artículos 10.1, 
y 17 


Artículo 19 


Sistema 
interamericano 


Convención 
americana sobre 
derechos humanos?. 


Artículos 8 y 25 


Artículo 5 


Artículo 11 


Artículo 13 


Orden jurídico nacional 


Constitución política de los estados 
unidos mexicanos 


Artículos 14, 17 y 29, segundo párrafo 
(coto vedado) 


Artículos 16, 22, primer párrafo 
(prohibición penas de mutilación, azotes, 
palos, tormento) y 29, segundo párrafo 
(coto vedado) 


Artículos 1 (prohibición de 
discriminación), 6, primer párrafo 
(límites a la libertad de expresión), 
16, párrafo segundo (protección datos 
personales) y 22, primer párrafo 
(prohibición penas de marca e infamia) 


Artículos 6 y 29, segundo párrafo (coto 
vedado) 


Así, en virtud de las significativas reformas del artículo 1 de la constitución 


política de los Estados Unidos Mexicanos, se han reconocido, paulatinamente, los 


derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales celebrados por el estado 


mexicano, bajo una esfera de cobertura institucional que comprende un mandato de 


optimización, así como los imperativos de promoción, respeto, protección y garantía, 


conforme a los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 


progresividad, a cargo de las autoridades de cualquier índole, y de cualquier orden de 


gobierno de nuestro país. 


1 Ratificado por el estado mexicano, según consta en el decreto publicado en el ejemplar del 
diario oficial de la federación de fecha 20 de mayo de 1981 y su fe de erratas publicada en ese 
medio de difusión oficial el día 22 de junio de 1981. 


2 Ratificada por el estado mexicano según consta en el decreto publicado en el ejemplar del 
diario oficial de la federación de fecha 7 de mayo de 1981. 
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TIL. Libre desarrollo de la personalidad 


ropiamente dicho, el concepto del libre desarrollo de la personalidad es un 
constructo jurídico, cuya connotación de derecho fundamental es implícita, 
al igual que otros, como el relativo al mínimo vital, en tanto que deriva de 
prerrogativa esencial a la dignidad de la persona humana, reconocida en el último 
párrafo del artículo 1* constitucional, de la que se desprenden todos los demás derechos 
necesarios, para que los individuos desarrollen de forma total su personalidad, dentro 
de los que destacan los relativos a la vida, la integridad física y psíquica, al honor, a la 
privacidad, al nombre, a la propia imagen, al estado civil, entre otros, conforme a los 
que “(...) cada persona es libre y autónoma de seguir un modelo de vida de acuerdo 


con sus valores, creencias, convicciones e intereses (...)”. 


A su vez, se vincula con el principio constitucional de autonomía de la 
voluntad* por el que se tutela la potestad de autodeterminación individual; en tanto 
que evoca la libertad del individuo para constituir sus relaciones jurídicas conforme a 
sus deseos, lo cual, irradia en las prerrogativas a la propiedad, a la libre contratación 
para gestionar su propio interés y regular sus relaciones, a su estado civil, entre otras, 


sin tener que supeditarse a injerencias externas. 


3 Tal como fue sostenido por la corte constitucional de colombia en la sentencia pronunciada 
el 13 de febrero del 2015, en el expediente T-063/2015, apartado “ll. Consideraciones y 
fundamentos”, numeral 4.2; cuya relatoría es consultable en línea en la página electrónica 
https: //www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/t-063-15.htm?*_ftn70, consultado el 24 de 
mayo de 2022] 


4 Cfr. Décima Época, Registro digital: 2008086, Instancia: Primera Sala, Tesis: la. CODXXV/2014 
(10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 13, Diciembre de 2014, 
Tomo l, página 219, Materia(s): Constitucional, Tipo: Aislada. 
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Así, el pleno de la suprema corte de justicia de la nación ha sostenido, en 
la tesis aislada P. LXVI/2009*, que el contenido esencial del libre desarrollo de la 
personalidad, gravita en la posibilidad de que cualquier individuo, sin coacción 
ni controles injustificados, pueda y sea como quiera ser, lo cual protege tanto la 
estructura de un determinado proyecto de vida al que aspira para sí mismo, como la 
manera y el modo en que pretende lograr las metas y objetivos que para él, pueden o 


no ser relevantes. 


Ante ello, la prerrogativa en estudio, tiene como finalidad esencial preservar el 
proyecto de vida de toda persona, que se manifiesta en decisiones torales inherentes a 
su identidad personal y sexual, a la salud, a la propia imagen, vida privada e intimidad, 


entre otras, así como a libertad para elegir pareja, y para permanecer unida a ésta. 


Esto último ha sido reconocido por el alto tribunal, al reputar al divorcio sin 
expresión de causa, como: “(...) la disolución del vínculo conyugal que, previa 
solicitud formulada, incluso, por uno solo de los cónyuges, puede ser decretada por 
autoridad judicial, bastando para ello con que aquél manifieste su voluntad de dar 
por terminado el matrimonio, sin necesidad de invocar causa o motivo alguno y sin 


importar la posible oposición del otro cónyuge (...)”.* 


Ello justifica entonces, el reconocimiento de la procedencia del divorcio sin 


expresión de causa, aun para regímenes jurídicos en los que aún prevalece el régimen 


de causales, como en el estado de Guanajuato; para el que será eficiente la solicitud 
que uno de los cónyuges dirija a la autoridad judicial, a fin de que se reconozca su 


deseo de disolver ese enlace nupcial. 


5 Cfr. Novena Época, Registro digital: 165822, Instancia: Pleno, Tesis: P. LXVI/2009, Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Diciembre de 2009, página 7, 
Materia(s): Civil, Constitucional, Tipo: Aislada. 


6 Suprema Corte de Justicia de la Nación: Divorcio Incausado. México, SCJN, Serie Temas 
Selectos de Derecho Familiar, número 5, 2011, pp. 59 y 60. 
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Esto, en razón de que tal manifestación se inscribe dentro del derecho al libre 
desarrollo de la personalidad, pues la decisión de cambiar de estado civil, constituye 
una de las formas en las que el individuo ejerce tal prerrogativa, en aras de formular, 


de manera libre y autónoma su proyecto de vida”. 


En síntesis, las decisiones atinentes a la elección de cónyuge, como las 
concernientes a la ruptura de ese enlace civil, entre otras, gozan de una protección de 
rango constitucional y, por tanto, la prerrogativa a su ejercicio debe ser promovida, 
protegida, respetada y garantizada por todas las autoridades mexicanas en términos 


del artículo 1% constitucional. 


7 Vid. Décima Época, Registro digital: 2008492, Instancia: Primera Sala, Tesis: Ta. LIX/2015 
(10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 15, Febrero de 2015, 
Tomo ll, página 1392, Materia(s): Constitucional, Civil, Tipo: Aislada. 
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IV. Tutela judicial efectiva 


or su parte, el diverso derecho fundamental a la tutela jurisdiccional, así como 
sus vertientes relativas al acceso a la justicia, al debido proceso, y a la eficacia 
de las sentencias, comprende toda una gama de prerrogativas esenciales del 
ciudadano oponibles, frente a todo el aparato gubernamental, no sólo a las autoridades 


jurisdiccionales, para el reconocimiento y protección de sus derechos subjetivos!. 


Al respecto, se destaca que las prerrogativas esenciales de mérito, están 
indefectiblemente vinculadas al principio de seguridad jurídica, que ha sido 
conceptuado como la aptitud de los ordenamientos jurídicos, para procurar certeza y 


previsibilidad a valores esenciales como la libertad y la igualdad. 


De forma específica, se precisa que los artículos 14 y 17 de la constitución 
política de los Estados Unidos Mexicanos, regulan diversas disposiciones en torno a 
los principios de legalidad, seguridad jurídica y el derecho de tutela judicial efectiva, 
al establecer, entre otros elementos, que ninguna persona podrá hacerse justicia por sí 
misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho; que toda persona tiene derecho 
a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla 


en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera 


pronta, completa e imparcial, y que su servicio será gratuito, quedando prohibidas 


las costas judiciales. 


La suprema corte de justicia de la nación se ha pronunciado sobre los alcances 
y límites del derecho fundamental en trato, tanto de acuerdo a lo dispuesto en el 


texto constitucional, como en los instrumentos internacionales aplicables al tema. 


8 Cfr. Saavedra Álvarez, Yuria: Artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Acceso a la Justicia. En Ferrer Mac-Gregor Poisot, Eduardo, Caballero Ochoa, José 
Luis y Steiner, Christian. (Coordinadores): Derechos Humanos en la Constitución: Comentarios 
de Jurisprudencia Constitucional e Interamericana, tomo ll, Suprema Corte de Justicia de la 
Nación/ UNAM/ Konrad Adenauer Stiftung, 2013, México, pp. 1563-1584. 
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Así, ha establecido que dicha prerrogativa, constituye el derecho subjetivo de toda 
persona para acceder, de manera expedita, a tribunales independientes e imparciales, 
a plantear una pretensión o a defenderse de ella, dentro de los plazos y términos que 
fijen las leyes, ello, con el fin de que, a través de un proceso en el que se respeten 
ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se 


ejecute esa decisión”. 


También ha establecido que, en los derechos fundamentales de mérito subyacen 
diversos principios y garantías, entre otros, los relativos a la justicia pronta, completa, 


imparcial, gratuita, así como el concerniente a la cosa juzgada. 


Ahora bien, entre los derechos fundamentales que se configuran a favor 
de las partes, durante una causa judicial, se encuentran, en lo que interesa: (1) el 
de igualdad procesal, que alude a las mismas oportunidades para exponer sus 
pretensiones y excepciones, para probar los hechos en que las fundamenten, y para 
expresar sus alegatos; (11) el de debido proceso; es decir, el respeto a las formalidades 
esenciales del procedimiento, que consisten, entre otras, en la notificación del inicio 
del procedimiento, y de sus consecuencias; la oportunidad de ofrecer y desahogar 
pruebas; la posibilidad de formular alegatos, y la certeza de que el litigio será decidido 


con una resolución que dirima las cuestiones debatidas'”. 


Tales pautas adjetivas, tienen como razón de ser garantizar los siguientes 
elementos: 1) la buena fe de las partes durante el proceso; 2) la no arbitrariedad de 


los jueces; y, 3) la seguridad jurídica, en el sentido de predictibilidad. 


9 Cfr. Décima Época, Registro digital: 2015591, Instancia: Primera Sala, Tesis: 1a./J. 103/2017 
(10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 48, Noviembre de 2017, 
Tomo l, página 151, Materia(s): Constitucional, Tipo: Jurisprudencia. 


10 Cfr. Novena Época, Registro digital: 200234, Instancia: Pleno, Tesis: P./J. 47/95, Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo ll, Diciembre de 1995, página 133, 
Materia(s): Constitucional, Común, Tipo: Jurisprudencia. 
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Ante este contexto, es primordial tener presente, la trascendencia de que 
todo procedimiento quede sujeto a un marco legal cierto y aplicable, que genere, 
como resultado, seguridad para el justiciable; ello, en aras de preservar su derecho 
de seguridad jurídica y no arbitrariedad, así como para brindarle la total certeza de 
las formalidades esenciales, y reglas de un procedimiento concreto, como de su 
aplicación al caso específico. 
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V. Aplicación del mecanismo de ponderación 


n aras de sustentar la opción elegida desde la introducción, -c-, se hace 

necesario hacer énfasis en que, los derechos fundamentales ostentan, entre 

otros, la característica de universalidad. Al efecto, Gregorio Peces-Barba 
Martínez sostiene que, tal atributo, debe ser dimensionado desde las pretensiones 
morales concretas, que respaldan a cada uno de los derechos, hacia la moralidad 
integral que sustenta al propio conjunto de prerrogativas; es decir, alude a la 
universalidad de la moralidad básica que justifica a los derechos humanos!'!. 


A su vez, en el planteamiento en torno a la discrecionalidad judicial, formulado 
desde la perspectiva del common law, Ronald Dworkin refiere que, la argumentación 
que emplean los juzgadores para la resolución de casos difíciles, puede apartarse de 
las normas vigentes cuando, tras haber ponderado de inicio la supremacía normativa 
y la doctrina de los precedentes, estimen en forma integral que tal actuación está 
orientada a favorecer a algún principio. Así, reconoce que la validez de la norma, 
está supeditada al grado de respuesta o atención que provee para la resolución de 
problemas morales complejos””. 


Conforme a ello, en el sistema jurídico constitucional, se reconoce la posibilidad 
de que los jueces produzcan normas jurídicas válidas aplicando principios, mediante 
un proceso argumentativo, que atienda a las circunstancias del caso sometido a 
su conocimiento!*. Así, la labor de los jueces es trascendental, pues al dictar sus 
fallos, deben efectuar una modulación de las normas, a partir de la ponderación de 
los derechos en disputa; determinando su alcance, maximizando su protección, y 


minimizando su restricción. 


11 Vid. Peces-Barba Martínez, Gregorio: La universalidad de los derechos humanos. En: revista 
Doxa. Universidad de Alicante. Alicante, España. 1994. p. 624 


12 Dworkin, Ronald: Los derechos en serio. Ariel. Barcelona, España. 2009. pp. 146-206. 


13 Ávila Santamaría, Ramiro: En defensa del neoconstitucionalismo trasformador: los debates y los 
argumentos. Recurso digital disponible en https://repositorio.uasb.edu.ec/handle/10644/2922. 
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Para dimensionar el alcance de tal proceder, conviene traer a cuenta lo sostenido 
por Amartya Sen —citado por Rodolfo Vázquez- en el sentido de que, la justicia tiene 
mayor vinculación con la vida cotidiana de las personas que con los problemas de 
las instituciones, de manera que para su administración, es menester comprender 
la vida, libertades y desenvolvimiento de los individuos en sus diversos contextos 
geográficos, sociales y culturales'*. 


Asentado lo anterior, se destaca que la pertinencia del escrutinio de las normas 
de índole procesal, bajo parámetros de regularidad convencional y constitucional, ha 


sido reconocida en diversos criterios sostenidos por el poder judicial de la federación'”*. 


Tal es pues, el caso de los precitados artículos 227 y 361 del código de 
procedimientos civiles local, e incluso del numeral 337 del código civil para el 
estado, vinculado aún al régimen de causales, acorde al cual, en las sentencias de 
divorcio habrá de determinarse lo relativo a las consecuencias de esa ruptura, en lo 
concerniente a la situación de los hijos. 


En ese tenor, es pertinente señalar que la superación de supuestos de colisión de 
derechos fundamentales, se torna asequible, mediante el mecanismo de ponderación, 
conforme al que debe atenderse, tanto al sentido axiológico de las normas y de los 


principios, como a las circunstancias específicas que concurran en cada caso concreto. 


14 Cfr. Vázquez, Rodolfo: Teorías Contemporáneas de la Justicia. Introducción y notas críticas. 
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México. México. 
2019. pp. 167-169. 


15 Cfr. Novena Época, Registro digital: 200234, Instancia: Pleno, Tesis: 1.30.C. J/1 (10a.), Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo ll, Diciembre de 1995, página 133, 
Materia(s): Constitucional, Común, Tipo: Jurisprudencia. 
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En efecto, el principio de ponderación, tiene como propósito esencial establecer 
un valor comparativo entre bienes jurídicos en disputa, así como identificar aquellas 
medidas que resulten óptimas -principio de Pareto- en tanto cumplan con los 


siguientes atributos: idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido estricto!*. 


Empero, lo expuesto no puede justificar cualquier tipo de determinación, 
pues los órganos jurisdiccionales, deben aceptar abiertamente las implicaciones 
del principio de proporcionalidad, en la ponderación de los principios y derechos 
en disputa, a fin de evitar su empleo para intentar justificar posturas intuitivas de 


justicia, y reacciones pragmáticas frente a casos concretos”. 


De esta manera, y de acuerdo con Robert Alexy'*, será menester identificar la 
importancia y justificación de la satisfacción del principio o derecho fundamental en 
tensión, como el grado de afectación o insatisfacción de aquel, situado en posición 


antagonista frente al primero. 


En el caso concreto, se advierte entonces que la opción de decretar, sin más, 
el divorcio, y dejar a salvo los derechos de los divorciantes, para que hagan valer 
lo atinente a las consecuencias del mismo en un proceso diverso, y la diversa por 
la que se supedita la definición de la disolución marital, hasta la sentencia en la que 
se diriman todas las pretensiones ejercitadas -referidas en los incisos a) y b) del 
apartado introductorio-; carecen de racionalidad ponderativa, en tanto supondrían 
imponer una restricción desproporcionada a los derechos fundamentales en estudio, 


en perjuicio de los involucrados. 


16 Registro digital: 2022079, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis: 1.40.A.4 CS 
(10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 78, Septiembre de 2020, 
Tomo ll, página 967, Materia(s): Constitucional, Tipo: Aislada. 


17 Díez Gargari, Rodrigo: Principio de proporcionalidad, colisión de principios y el nuevo discurso 
de la Suprema Corte, en Revista Cuestiones Constitucionales, número 26. Instituto de 
Investigaciones Jurídicas Universidad Nacional Autónoma de México. 2012. pp. 73-78. 


18 Ver Alexy, Robert: Epílogo a la Teoría de los Derechos Fundamentales, en Revista Española de 
Derecho Constitucional, Año 22, número 66, septiembre-diciembre 2002. p. 25. 
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Ello, en razón de que las alternativas descritas, privilegian una sola de las 
prerrogativas esenciales de mérito, en detrimento total de la otra, de manera que no 
superan las gradas de necesidad y proporcionalidad en sentido estricto; tal y como se 


indica a continuación: 


Ambas sí persiguen un fin legítimo, consistente en la preservación individual 
de los precitados derechos fundamentales al libre desarrollo de la personalidad, y a la 
tutela judicial efectiva, en sus vertientes de acceso a la justicia y debido proceso, en 
cumplimiento a lo dispuesto por los artículos 19, 14 y 17, en relación con los diversos 
tratados internacionales, ordenamientos nacionales y locales, que conforman el 


bloque de constitucionalidad, y su parámetro referidos con antelación; 


Ambas sí resultan idóneas para la consecución de los referidos mandatos 
constitucionales y convencionales, por cuanto proveen: una, a la consecución del 
proyecto de vida de quien insta el divorcio; y la otra, a la preservación de la unidad 
procesal, y a la resolución integral de la litis de integración compleja, sometida ante 


el juzgador, en una sola sentencia. 


No son necesarias, pues ambas prescinden de la justipreciación de medidas 
alternativas, que permitan la modulación del grado de afectación de los derechos 


fundamentales en tensión, a la manera de buscar un equilibrio razonado entre éstos. 


No son proporcionales en sentido estricto, pues la primera soslaya las garantías 
judiciales de audiencia y contradicción de la contraparte, así como los principios 
de unidad y concentración del juicio de divorcio; mientras que la segunda, pierde 
de vista que la sola manifestación de voluntad de uno de los cónyuges, para dar por 
terminado el vínculo marital, resulta eficiente para acoger su pretensión, sin que 
tenga que invocar alguna causa o motivo, y sin que importe la eventual oposición de 


su pareja. 
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Ante ello, en ambos escenarios, se actualiza una afectación injustificada al 
derecho fundamental ubicado en el otro extremo de la ecuación: ya sea al abstenerse 
de verificar la configuración de presupuestos procesales y, en su caso, escindir de 
tajo el proceso, sin razonar que, ante su integración compleja, pueden válidamente 
emitirse en el mismo, dos resoluciones, en las que se aborden, por separado, las 
acciones instauradas; o al aplazar el decreto de la disolución marital, hasta que 
transcurran las etapas de postulación, prueba y alegatos, respecto de las diversas 
prestaciones inherentes a la situación de los integrantes del núcleo familiar, a sus 


derechos alimentarios o patrimoniales que hubieren sido deducidas. 


Al efecto, se torna pertinente establecer que, con la incursión del sistema oral 
familiar en Guanajuato, se previene un proceso judicial flexible, que pretende ajustarse 
a la evolución constante de la familia, así como de los derechos y obligaciones de 
sus integrantes; lo cual, en forma alguna, riñe con la prerrogativa al debido proceso 
que reconoce el artículo 17 constitucional, pues se inscribe en el ámbito tutelar de la 


protección a la dignidad de la persona y su esfera jurídica. 


Esta flexibilidad, deriva de la aplicación de los principios que rigen a los juicios 
orales, descritos en el artículo 775 de la ley foral civil local, a saber: inmediación, 


continuidad, concentración, colaboración y abreviación. 


Por lo que hace al principio de concentración, este se encuentra vinculado al 
de celeridad y economía procesal, pues la demora en la solución de los conflictos de 
familia, afecta las expectativas de los justiciables, y conculca la seguridad jurídica; 
de ahí que su importancia estriba en evitar que se agrave el conflicto familiar y sus 


consecuencias, que en ocasiones, se traduce en la provocación de daños significativos. 


Por ello, la aplicación efectiva de tales principios, implica la simplificación 
de trámites procesales, sin vulnerar la equidad de las partes, a fin de identificar vías 


expeditas para así, evitar el rigor de ciertos formalismos sacramentales. 
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Esto se corresponde, a su vez, tanto con las facultades de dirección procesal 
conferidas al juzgador -a las que hace referencia el numeral 108, fracción Il, de la 
ley orgánica del poder judicial del estado de Guanajuato-, como con el principio 
de mayor beneficio, reconocido en el tercer párrafo del artículo 17 constitucional, 
conforme al cual, las formas procesales, deben ser acordes con el derecho de fondo al 
cual sirven19 y, que en materia del derecho de familia, se ven maximizados, en virtud 


de la entidad de las prerrogativas esenciales tuteladas. 


Por su parte, el diverso principio de celeridad, tiene como vertientes en el 
proceso oral familiar de nuestro estado, los correlativos principios de concentración 
y abreviación, los que también se inscriben en la prerrogativa a la tutela judicial 
efectiva, que exige un proceso sin dilaciones indebidas; de manera que la realización 
de toda actividad procesal, en uno o pocos actos, conlleva una simplificación del 


juicio. 


La aplicación práctica de tales principios, se pone de manifiesto en el contenido 
de los artículos 831 y 843 del código de procedimientos civiles local, conforme a los 
cuales, pueden sustraerse de la litis, aquellas prestaciones que sean objeto de acuerdo 
entre las partes -que deviene innecesario en el caso de la acción de divorcio sin 
expresión de causa, vista en lo individual- para su sanción por el órgano jurisdiccional; 
de manera que, el proceso sólo proseguirá respecto de las cuestiones sobre las que 


exista controversia. 


Bajo esta línea argumentativa, se advierte entonces la factibilidad de 
compatibilizar los derechos fundamentales en tensión -a la que se contrae la opción 
referida en el inciso c) del apartado de introducción -; mediante la flexibilización del 
trámite procesal respectivo, con plena aplicación de los principios de concentración, 


abreviación, y con énfasis en el de celeridad. 


19 Vid. Undécima Época, Registro digital: 2023741, Instancia: Segunda Sala, Tesis: 2a./J. 16/2021 
(11a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 7, Noviembre de 2021, 
Tomo Il, página 1754, Materia(s): Constitucional, Tipo: Jurisprudencia. 
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En efecto, al emitir una resolución por la que se decrete la disolución del vínculo 
matrimonial, una vez verificado que quede debidamente integrada la relación jurídico 
procesal, y los elementos de la acción de divorcio; se provee en forma efectiva al 
reconocimiento al libre desarrollo de la personalidad del demandante. Tal proceder, 
no pugna con el ulterior estudio y definición, de las demás prestaciones inherentes a 
las consecuencias del divorcio que sean ejercitadas, pues ello habrá de ser realizado 
mediante la prosecución del proceso, en todas sus etapas, hasta la emisión de un 
diverso fallo. 


Para ello, se destaca que, al dirimir la contradicción de tesis 104/2019, la 
primera sala de la suprema corte de justicia de la nación, analizó los ordenamientos 
procesales civiles de la ciudad de México, Aguascalientes y Coahuila, y estableció 
que, a pesar de que éstos no regulan expresamente las figuras de escisión, separación 
o desacumulación de procesos -que tampoco se contemplan en la legislación de 
Guanajuato-, ello carecía del alcance para impedir que, en las causas familiares de 
integración compleja, sean emitidas válidamente dos sentencias definitivas -con 
independencia de la denominación que se asigne a tales fallos-: (1) una en la que 
se decrete la disolución del vínculo marital, y se disponga seguir el juicio, respecto 
de las diversas prestaciones inherentes a sus consecuencias, respecto de las que no 
exista acuerdo entre los divorciantes, y (11) otra posterior, en la que se decida lo 


concerniente a estas últimas. 


Ello denota, pues, que en la especie, deviene innecesario y desprovisto 
de razonabilidad, optar por alguna de las alternativas que restrinjan, en forma 
desproporcionada, las prerrogativas esenciales examinadas; ya que lo asentado en 
líneas precedentes, pone de relieve la posibilidad de encontrar un punto de equilibrio, 


entre la naturaleza intrínseca de la acción de divorcio, frente a la que se torna estéril 


20 Cuya ejecutoria dio origen a la tesis Décima Época, Registro digital: 2021695, Instancia: Primera 
Sala, Tesis: 1a./J. 1/2020 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 
75, Febrero de 2020, Tomo l, página 597, Materia(s): Civil, Común, Tipo: Jurisprudencia. 
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la oposición del otro cónyuge?!, y la de las demás prestaciones inherentes a sus 
consecuencias, en las que sí se justifica el desencadenamiento de contención, y la 


sustanciación de cada una de las fases procesales orientadas a su heterocomposición. 


En efecto, desconocer lo anterior, equivaldría a sostener una afectación 
injustificada a uno u otro de los derechos fundamentales en disputa, e incluso 
de ambos; sea por apartarse por completo de las formalidades esenciales del 
procedimiento -en el caso de decretar de plano el divorcio sin verificar, al menos, los 
presupuestos procesales, y sin dar oportunidad de postular en el mismo juicio otras 
acciones vinculadas, así como instar medidas cautelares- o por dar mayor relevancia 
al rito procedimental, para una cuestión en la que no es efectiva la controversia, y 
supeditar su decisión hasta la definición integral de todas las prestaciones hechas 


valer en la causa. 


En suma, se estima que la emisión de la determinación de la disolución del 
matrimonio, en los términos expuestos, esto es, tras verificar que quede debidamente 
integrada la relación jurídico procesal, y los elementos del divorcio, permite 
conciliar ambos derechos humanos, y preserva a su vez, las garantías judiciales 
de contradicción e igualdad procesal; pues con esta alternativa en forma alguna se 
libera al juzgador de su deber de dar cauce, a todas las etapas procesales relativas a 
la postulación, prueba y resolución, en el momento procesal oportuno, del resto de 


las pretensiones deducidas, respecto de las consecuencias de la ruptura marital, en 


términos del artículo 14 constitucional. 


Ello es acorde tanto con la teleología del divorcio sin expresión de causa, 
sostenida por la suprema corte de justicia de la nación, que lo reputa como un régimen 


de fácil acceso, en el que para su decreto, basta la solicitud unilateral de la disolución 


21 Vid. Décima Época, Registro digital: 2008495, Instancia: Primera Sala, Tesis: la. LX/2015 
(10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 15, Febrero de 2015, 
Tomo ll, página 1394, Materia(s): Civil, Tipo: Aislada. 
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del matrimonio, sin que sea obstáculo la actitud procesal que llegue a asumir la parte 
demandada”; como con la diversa prerrogativa a ser juzgado en un plazo razonable, 


a la que alude el ordinal 8.1 de la convención americana sobre derechos humanos. 


Al efecto, se destaca que la corte interamericana de derechos humanos”, ha 
reconocido que el alcance de la garantía judicial de mérito no se limita a la materia 


penal, sino que encuentra aplicación en cualquier proceso?*, 


A su vez, para el examen de la razonabilidad del plazo en un juicio, la precitada 
corte interamericana ha establecido que se deben considerar cuatro elementos: (1) la 
complejidad del asunto; (2) la actividad procesal del interesado; (3) la conducta de 
las autoridades judiciales; y, (4) la afectación generada en la situación jurídica de la 


persona involucrada en el proceso”. 


Bajo estas premisas, es palmario que la complejidad de la acción de divorcio, 
considerada en lo individual, es ínfima, y no amerita su aplazamiento hasta la definición 
del resto de las prestaciones que se hicieren valer, respecto de la protección de los 
integrantes del núcleo familiar, a sus derechos alimentarios o patrimoniales; pues para 
su decreto en una resolución intraprocesal, basta verificar que quede debidamente 


integrada la relación jurídico procesal, así como los elementos del divorcio; lo cual 


22 Cfr. Décima Época, Registro digital: 2009591 Instancia: Primera Sala, Tesis: 1a./J. 28/2015 
(10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 20, Julio de 2015, Tomo 
l, página 570, Materia(s): Constitucional, Civil, Tipo: Jurisprudencia. 


23 Cuya competencia aceptó el estado mexicano, al ratificar la convención americana sobre 
derechos humanos, y declarar expresamente el reconocimiento de su jurisdicción consultiva y 
contenciosa, en términos del decreto publicado en el ejemplar del diario oficial de la federación 
de fecha 24 de febrero de 1999, y su fe de erratas publicada en dicho medio de difusión oficial 
el día 25 de febrero de 1999. 


24 Opinión Consultiva OC-11/90 del 10 de agosto de 1990, Serie A número 11, párrafo 28; y Caso 
del Tribunal Constitucional vs Perú, sentencia dictada en fecha 31 de enero de 2001 (Fondo, 
Reparaciones y Costas), serie C número 71, párrafos 69 y 70. 


25 Caso Favela Nova Brasilia Vs. Brasil, sentencia dictada el 31 de enero 2001 (Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), serie C número 333, párrafos 217 y 218. 
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contribuye a la abreviación del juicio, esto es, reducir su alcance en el tiempo y en el 
espacio de agenda del juzgado, con lo cual, se impacta a su vez en la prerrogativa a la 
tutela judicial efectiva, con un menor desgaste tanto para los justiciables como para 


la autoridad, así como a un costo razonable. 


Por todo lo expuesto -y como se adelantó-, se concluye que, en casos como 
los examinados, se torna asequible conciliar los derechos fundamentales de estudio, 
mediante el decreto por anticipado de la disolución matrimonial peticionada, en el 
que se instruya proseguir la causa respecto de las demás pretensiones instauradas, 
así como del pronunciamiento sobre las medidas cautelares que en su caso fuesen 
instadas. Todo ello, en aras de que, a la postre, y en el mismo proceso, se emita la 
resolución que defina lo concerniente a las referidas pretensiones, inherentes a las 


consecuencias del divorcio. 


57 


Conclusiones 


A partir de lo expuesto, se formulan las siguientes afirmaciones: 


Primera.- Las consecuencias del divorcio no se agotan en el cese del estado 
civil de matrimonio, ya que son susceptibles de comprender diversos aspectos 
patrimoniales y de protección entre los divorciantes, así como a la tutela de la esfera 


jurídica de las personas integrantes del núcleo familiar. 


Segunda.- Las causas familiares en las que se deduce el divorcio, son 
susceptibles de poner en tensión los derechos fundamentales al libre desarrollo de la 
personalidad, y a la tutela judicial efectiva; cuya superación es asequible a través del 


mecanismo de ponderación. 


Tercera.- Las alternativas descritas, que privilegian una sola de las prerrogativas 
esenciales de mérito, no superan las gradas de necesidad y proporcionalidad en 
sentido estricto 


Cuarta.- Por su parte, la emisión del divorcio en forma intraprocesal, permite 
conciliar ambos derechos humanos, y preserva a su vez, las garantías judiciales de 
contradicción e igualdad procesal; pues, con esta alternativa, se decreta en forma 
anticipada la disolución matrimonial peticionada, y se instruye la prosecución de la 
causa respecto de las demás pretensiones instauradas, así como el pronunciamiento 


sobre las medidas cautelares que en su caso fuesen instadas. 
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Introducción 


tephen Hawking decía que los agujeros negros son más extraños que cualquier 

cosa inventada por los escritores de ciencia ficción!. Tal vez esta aseveración 

tenía que ver con que él dedicó gran parte de su vida al estudio de los mismos, 
pero probablemente los escritores de ciencia ficción no piensen lo mismo. La 
culminación de la guerra fría, en 1991, supuso una nueva transformación mundial, 
acotada como globalización?. La globalización, en comunicaciones, comenzó con 
el desarrollo de las tecnologías satelitales, y por la difusión masiva del internet*. En 
1992, el autor estadounidense de ciencia ficción, Neal Stephenson, escribió la novela 
Snow Crash. En esa obra creó el término metaverso*. En 2018, Steven Spielberg 
produjo la película Ready Player One, dando vida al mundo virtual. En 2021, Mark 
Zuckerberg, fundador de Facebook, hizo la presentación del “metaverso” como 
sucesor del internet móvil, lo que supondrá la interacción humana a través de un 
mundo virtual*. Sin duda, no son los únicos antecedentes, pero sí aquellos con más 


auge. 


Pero, ¿qué relación tiene el derecho con los metaversos? Desde que la era 
digital comenzó a propagarse a los sectores sociales, culturales y económicos, se 


ha buscado que sea una herramienta que ayude a reducir brechas con la sociedad. 


1 Cfr. Hawking, Stephen: Breves respuestas a las grandes preguntas. Traducción de David Jou 
Mirabent. Crítica. España. 2018; p. 137. 


2 Cfr. La globalización se abrevia, sin embargo, existen múltiples globalizaciones. Lo correcto es 
hacer una distinción de cada globalización en su ámbito concreto, por ejemplo: globalización 
de las comunicaciones, globalización financiera, globalización cultural, etc. Carbonell, Miguel: 
Globalización y derecho: siete tesis. En: Globalización y derechos humanos. IIJ-UNAM. México. 


2003; p. 2. 
3 Carbonell, Miguel: Globalización y derecho... , p. 2 
4 Gálvez, Yen: Qué es el metaverso. Segunda edición. 2022; pp. 3 y 4. 
5 Mark Zuckerberg planea construir el metaverso en una plataforma social denominada horizon. 


En línea: https://about.facebook.com/ltam/meta/ consultado el 27 de julio de 2022. 
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Al tratar de llegar a un utopismo tecnológico, se ha colisionado con una serie de 
problemas; que entre otros, sobresalen el uso indebido de datos personales, la brecha 
de desigualdad digital, ciberdelitos, violaciones a la propiedad intelectual, etc. Es aquí 
donde la justicia digital se presenta, con el uso de las tecnologías de la información 
y comunicación (TIC) para realizar procesos jurídicos”. La justicia digital se define 
como la automatización de los procedimientos a través de la tecnología”. Entre las 
acciones que ha emprendido el mundo jurídico son: usar la tecnología como conducto 
de solución de problemas jurídicos, crear organismos internacionales que a su vez 
reglamentan los medios tecnológicos, y que cada estado legisle el uso de las TIC. Sin 


embargo, los esfuerzos han sido rebasados por el avance incesante de la tecnología. 


Ante la inminente consolidación de los metaversos, debemos plantearnos el 
problema de la investigación, ¿cuáles son los retos de la justicia digital para regular 
los metaversos? El presente trabajo de investigación tiene como objeto adentrarnos en 
el universo de los metaversos, conocer sus características, y su relación con el mundo 
físico. Atenderemos de qué forma se entromete el derecho en los metaversos, y por 
qué se necesita un marco jurídico para regularlos. Abordaremos ámbitos jurídicos 
que se encuentran, o se encontrarán inmersos en los metaversos; como la protección 
de datos personales, el derecho a la vida privada, la educación, la democracia, el 
sistema penal, la propiedad intelectual y el comercio electrónico. Se utilizará una 
investigación socio-jurídica, desarrollándose en torno al método fenomenológico. 


Esto contribuirá a examinar el fenómeno social de los metaversos dentro de un 


sistema de normas jurídicas. 


6 Recurso digital en línea: https: //cuatro-cero.mx/noticias/la-ruta-de-la-justicia-digital-en-mexico/ 
consultado el 27 de julio de 2022 


7 Alvarado, Carlos: Breve reflexión sobre México y la justicia digital, en: González Martín, Nuria 
y Navarro Sánchez, Fernando (Coords.): Emergencia sanitaria por Covid-19: medios alternos 
de solución de conflictos (MASC). México. IIJ-UNAM. 2020. p. 21. 
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I. Conceptos en torno a los metaversos 


ara comprender el metaverso, o los metaversos, debemos atender los 

conceptos que rodean a esta nueva creación. Primero, ¿qué es el metaverso? 

La palabra metaverso viene del término griego “meta”, (más allá o después 
de) y “verso”, de universo (conjunto de todo lo existente). Se le considera como 
un espacio 3D universal, unificado, que reunirá a los mundos virtuales existentes', 
El mismo Neal Stephenson conceptualizó al metaverso como un universo generado 
informáticamente, que el ordenador dibuja sobre el visor, y le es lanzado a través 
de los auriculares. Es decir, un lugar imaginario, que no existe realmente; sino que 
es un protocolo infográfico escrito en papel en algún sitio, y que está formado por 
fragmentos de software, puestos a disposición del público a través de la red mundial 


de fibra óptica”. 


La segunda cuestión planteada es ¿existe un único metaverso?. Podemos afirmar 
tajantemente que no. Por ello, en este trabajo de investigación, nos referimos a los 
metaversos. Lo anterior es así, porque actualmente coexisten algunos metaversos; 
por ejemplo: Second Life (creado en el 2003 por Philip Rosedale) es un mundo 
virtual con rasgos de videojuego, donde los individuos pueden interactuar!'”. Roblox 
(fundado en 2006) es un videojuego donde se pueden crear mundos virtuales''. 


Decentraland (creado en 2015) es una plataforma de realidad virtual creada sobre 


8 Sánchez Mendiola, Melchor: El metaverso: ¿la puerta a una nueva era de educación digital?, 
Investigación en Educación Médica, vol. 11, no. 42. Abril-junio 2022. México. Recurso digital en 
línea: https://doi.org/10.22201/fm.20075057e.2022.42.22436 [consultada el día 29 de julio de 
2022] 


9 V. Márquez, Israel, Metaversos y educación: Second Life como plataforma educativa, ICONO 
14, Revista Científica de Comunicación y Tecnologías Emergentes, vol. 9, no. 2, 2011, p. 154. 
Recurso digital en línea: https://doi.org/10.7195/r114.v9i2.30 consultada el día 29 de julio de 
2022 


10 Recurso digital en línea: https://secondlife.com/ consultado el día 1 de agosto de 2022 


11 Recurso digital en línea: en https://www.roblox.com/ consultada el día 1 de agosto de 2022. 
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la blockchain de Ethereum (ETH). En ella se pueden comprar, vender y construir, 
parcelas de terreno'?. Microsoft Mesh (reciente creación, 2021) es una plataforma que 


combina la realidad mixta, para adentrarse en el mundo empresarial'”. 


El especialista en economía virtual, Edward Castronova, señala tres 


características que deben poseer los metaversos!*: 


1. Interactividad. El usuario es capaz de comunicarse con el resto de usuarios, 
y de interactuar con el metaverso. Esto implica que sus comportamientos pueden 
ejercer una influencia sobre los objetos, y sobre los comportamientos y opiniones de 
otros usuarios, influencia que también puede ser recíproca. 

2. Corporeidad. Los usuarios están representados por avatares, y están limitados 
por una altura y un peso considerables. La corporeidad, consiste en la presencia de 
ese avatar sobre ese espacio, que también posee ciertos límites; ya que está sometido 
a ciertas leyes, y tiene recursos limitados. 

3. Persistencia. Esto significa que el programa sigue funcionando y 
desarrollándose, a pesar de que algunos, o todos sus miembros, no estén conectados. 
Además, las posiciones en las que se encontraban los usuarios al cerrar sus sesiones, 
así como sus conversaciones, objetos de propiedad, etc., siempre son guardados; lo 


que permite recuperarlos cuando se vuelvan a conectar. 


De acuerdo con el futurólogo Jamais Cascio, pueden existir cuatro tipos de 


metaversos, como a continuación se ve en la tabla!*: 


12 Recurso digital en línea: https://decentraland.org/ consultado el día 1 de agosto de 2022. 


13 Recurso digital en línea: https://www.microsoft.com/en-us/mesh consultada el día 1 de agosto 
de 2022. 


14 V. Márquez, Israel, Metaversos y educación... p. 155. 


15 Tabla tomada de Sánchez Mendiola, Melchor: El metaverso: ¿la puerta... 


E) 1. Realidad aumentada 2. Lifelogging 


Definición Medio ambiente | Tecnología para capturar, almacenar 
inteligente, usando | y compartir información cotidiana, 
tecnologías basadas en|sobre objetos y personas. 
localización y redes. 

Características |Es un mundo mixto, | Registra información sobre objetos 
donde el entorno real se|y personas, usando tecnología 
mezcla con el virtual, | aumentada. 
para servirnos de guía o 


mostrarnos hologramas. 


Aplicaciones Teléfonos inteligentes, | Dispositivos “usables”, cajas negras. 
HUDs en vehículos. 


Casos de uso [Pokémon Go, libros de| Facebook, Instagram, Apple Watch, 
texto digitales, contenido | Samsung Health, Nike Plus. 


realista. 


3. Mundo espejo 4. Realidad virtual o mundos 
virtuales 


Definición Refleja el mundo real | Mundo virtual construido con datos 


tal cual es, pero integra | digitales. 
y provee información 
ambiental externa. 
Características | Mapas virtuales y | Interacciones entre avatares que 
modelación usando | reflejan el ego del usuario. 


tecnología GPS. 


Aplicaciones Servicios basados  en|Juegos en línea multijugadores. 
mapas. 


Casos de uso Google Earth, Google | Second Life, Minecraft, Roblox. 
Maps,  Naver Maps, 
Airbnb. 
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Otros términos relacionados con los metaversos, que son de utilidad para 


comprenderlos, son los siguientes: 


16 


17 


18 


19 


Avatar: Representación gráfica de la identidad virtual de un usuario en entornos 


digitales'*. 


Blockchain: Es un libro mayor compartido e inmutable, que facilita el 
proceso de registro de transacciones, y de seguimiento de activos en una 
red de negocios. Un activo puede ser tangible (una casa, un auto, dinero en 
efectivo, terrenos) o intangible (propiedad intelectual, patentes, derechos de 
autor, marcas). Prácticamente, cualquier cosa de valor puede ser rastreada y 
comercializada en una red de blockchain, reduciendo el riesgo y los costos para 


todos los involucrados”. 


NFT (Von Fungible Token) o Tokens no fungibles: La distinción entre bienes 
fungibles y no fungibles, es que los primeros pueden ser reemplazados por 
otros de la misma especie, cantidad y calidad; mientras que los segundos, no 
pueden ser substituidos por otros de la misma especie, calidad y cantidad'*. 
Entonces, los NFT son certificados digitales de autenticidad que, mediante 
la tecnología blockchain, -la misma que se emplea en las criptomonedas (los 


tokens)-, se asocia a un único archivo digital'”. 


Definición de la Real Academia Española. En línea: https://dle.rae.es/avatar consultado el 2 de 
agosto de 2022 


Recurso digital en línea https://www.ibm.com/mx-es/topics/what-is-blockchain consultada el 2 
de agosto de 2022 


Congreso del estado de Guanajuato: Código Civil para el Estado de Guanajuato, artículo 804. 


Qué es un NFT y cómo funciona. Recurso digital en línea https://www.elmundo.es/ 
como/2022/03/10/6229eb5c21efa072618b4578.html consultado el 3 de agosto de 2022. 
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Criptomoneda: Es un activo digital que emplea un cifrado criptográfico para 
garantizar su titularidad, asegurar la integridad de las transacciones, y controlar 
la creación de unidades adicionales. Estas monedas no existen de forma física: 


se almacenan en una cartera digital”. 


Smart contracts (contratos inteligentes): Son programas informáticos, 
diseñados para ejecutarse automáticamente, a medida que las personas o 
empresas involucradas en un acuerdo, van cumpliendo con las cláusulas del 
mismo. Están basados en la tecnología blockchain, y prometen transformar, en 
un futuro no muy lejano, la forma tradicional de hacer negocios, eliminando la 
necesidad de interpretar si una cláusula se ha ejecutado o no, haciendo, por tanto, 


que los smart contracts sean deterministas, y se ejecuten autónomamente?'. 


Fig. 9. Horno localizado 
en la comunidad Lo 
de Juárez, en Irapuato, 
Guanajuato. Extraído 
de López, V, Rodríguez, 
ye Goguitchaichvili, 
A., Morales  Castorena, 
PAC audo RUZ iS 
Morales, J., Soler, A.M., 
Bautista, F., García, R., 
2021, De  Chupícuaro 
al despoblamiento de la 
frontera septentrional. 
Evidencia arqueomagnética 
del sitio Lo de Juárez, 


TA 


a > fa ciao de ER 


Guanajuato, México: 
Boletín de la Sociedad 
Geológica Mexicana, 


73 (1), A0SO0121. http:// 
dx.doi.org/10.18268/ 


BSGM2021v73n1a050121. 


20 Recurso digital en línea https://www.santander.com/es/stories/guia-para-saber-que-son-las- 
criptomonedas consultado el día 3 de agosto de 2022 


21 Recurso digital en línea https://www.santander.com/es/stories/smart-contracts consultado el 
día 3 de agosto de 2022. 
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TI. La intromisión del derecho en los metaversos 


abemos que la palabra “derecho”, tiene diversas acepciones, pero la que nos 

interesa, es en un sentido jurídico, y hasta cierto punto, sociológico. Diversos 

filósofos del derecho, han realizado obras para el concepto del derecho, por 
lo que, sólo mencionaremos algunas de ellas. Rojina Villegas define al derecho 
como “(...) un conjunto de normas bilaterales, externas, generalmente heterónomas 
y coercibles, que tienen por objeto regular la conducta humana en su interferencia 
intersubjetiva (...)”2. H. L. A. Hart concibe al derecho, a partir de reglas primarias 
(imponen obligaciones) y reglas secundarias (confieren potestades); dentro de estas, 
se incluye la regla de reconocimiento”. Manuel Atienza observa al derecho bajo 
diversos enfoques: a) estructural, distintas formas de normativismo jurídico; b) 
sociológico, realidad social, comportamiento humano; c) valorativo, lo que debería 
ser el Derecho; y, d) argumentación, técnica para la solución de determinados 


problemas prácticos?*, 


El propio Atienza habla de la ubicuidad del derecho, de cómo está impregnado 
en la vida cotidiana, aunque sólo representa un aspecto de lo social. Aquí es donde 
queremos detenernos. Los juristas han descrito y definido al derecho, de acuerdo a 
una época y lugar determinados. Pero si el mundo que debe regular el derecho, es un 


universo virtual, una realidad diferente a la que percibimos los humanos, ¿el derecho 


debe o puede entrometerse? El derecho sí debe entrometerse, porque la interacción 
de los proveedores-usuarios, y de los usuarios-usuarios, han generado conflictos que 
afectan la esfera jurídica de los ciberciudadanos. Por lo que, abordaremos ámbitos 


jurídicos que se encuentran, o se encontrarán inmersos en los metaversos. 


22 Rojina Villegas, Rafael, Compendio de derecho civil. Introducción, personas y familia, tomo 1, 
México. Porrúa. 1991. p. 7. 


23 Hart, Herbert Lionel Adolphus: El concepto de Derecho, trad. de Genaro Rubén Carrió. Abeledo 
Perrot. Buenos Aires. 2007, pp. 99-137. 


24 Atienza, Manuel: El sentido del derecho. España. ed. Ariel. 2009. pp. 251-252. 
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TL. Protección de datos personales y derecho a la vida privada 


stamos en el siglo de la era digital, donde el internet se ha vuelto un medio 

o recurso cotidiano de todas las personas. Esto ha significado la creación de 

páginas web, aplicaciones o plataformas digitales, redes sociales, y un sinfín 
de herramientas. Las redes sociales, como un medio de comunicación, han permitido 
el contacto de personas de todo el mundo, a través de compartir datos, documentos, 
fotografías, videos, o música”. El internet se ha convertido en un espacio sin fronteras, 
donde su regulación jurídica, es primordial para todos los organismos de protección 
de datos personales. En el 2009, se presentó el Memorándum de Montevideo, en la 
Ciudad de México, congregando a autoridades ibéricas y de Canadá, especializadas 
en la protección de datos personales de menores?*; teniendo como aspectos relevantes, 


los siguientes?””: 


A) Recomendaciones en el ámbito de la prevención: Considerar que el internet 
es un espacio con normas, y que cualquier acción ilícita (distribución de pornografía, 
el acoso, la discriminación, la promoción del odio racial, la difamación, la violencia) 


será castigada. 


25 Peschard Mariscal, Jacqueline: Protección de las niñas, niños y adolescentes en el ámbito 
digital: responsabilidad democrática de las instituciones de gobierno y de las agencias de 
protección de datos, en: G. Gregorio, Carlos y Ornelas, Lina (comps.), Protección de datos 
personales en las redes sociales digitales: en particular de niños y adolescentes. Memorándum 
de Montevideo, México, IFAI-11J, 2011, p. 21. 


26 Simón Campaña, Farith: El enfoque de derechos en el “Memorándum de Montevideo, en: 
G. Gregorio, Carlos y Ornelas, Lina (comps.), Protección de datos personales en las redes 
sociales digitales: en particular de niños y adolescentes. Memorándum de Montevideo, México, 
IFAI-114, 2011, p. 29. 


ZN Simón Campaña, Farith: El enfoque de derechos... pp. 33-38. 
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B) Recomendaciones para el marco legal: Debe existir una normativa que 
impulse lo siguiente: un principio que se podría llamar “espejo”, es decir, toda acción 
u omisión considerada ilegal en el mundo “real”, debe tener el mismo tratamiento en 


el mundo “virtual”. 


C) Recomendaciones para la aplicación de la ley por parte de los Estados: Los 
sistemas judiciales deben ser entes restauradores de derechos vulnerados, mediante 
procedimientos sencillos y de fácil acceso. Se incentiva el uso de la responsabilidad 


civil extracontractual objetiva?, 


D) Recomendaciones en materia de políticas públicas: Establecer protocolos en 
contra de contenidos ilegales, y crear mecanismos —nacionales e internacionales— 


para su divulgación como información pública. 


E) Recomendaciones para la industria: Los proveedores deben asegurarse que 
sus productos y servicios, estén supeditados a la protección de la vida privada, así 
como no permitirse la recopilación, tratamiento, difusión, publicación o trasmisión a 


terceros de datos personales, sin autorización del titular. 


Estas recomendaciones no son taxativas de las redes sociales, sino de cualquier 
medio digital como los metaversos. Existen riesgos o problemas que han surgido con 
el internet, vulnerando la privacidad e intimidad de la ciberciudadanía. La exposición 
a ataques de privacidad es muy recurrente, tales como: social spammer, scammer, 


tabnabbing, pharming, clickjacking, gusanos, cookies, grooming, sexting”. En el 


28 Para ahondar en la figura de la responsabilidad civil extracontractual desde un análisis 
económico, se puede consultar Maqueo Ramírez, María Solange: La responsabilidad civil 
extracontractual desde la perspectiva del análisis económico del derecho y la economía del 
comportamiento, IUS, vol. 14, no. 46, 2020, pp.105-128. Recurso digital en línea: https://www. 
scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext8pid=S1870-214720200002001058Ing=esénrm=i 
so consultada el 6 de agosto de 2022. 


29 Pérez San-José, Pablo et al.: Guía de introducción a la Web 2.0: aspectos de privacidad y 
seguridad en las plataformas colaborativas, INTECO, 2011, pp. 21-23. Recurso digital en línea: 
https://enfermeriacomunitaria.org/web/attachments/article/576/Guia_de_introduccion_a_la_ 
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2019, el historial de transacciones de blockchain fue hackeado, lo que permitió que se 
“gastara” dos veces la misma criptomoneda. Desde el 2017 a 2019, los hackers se han 
robado aproximadamente $2 mil millones de dólares en criptomonedas. En 2016, un 
hacker se aprovechó de un bug, o falla en un smart contract (con sistema blockchain), 
lo que ocasionó un robo del fondo Decentralized Autonomous Organization (DAO) 


por $60 millones de dólares en criptomonedas (ETH y". 


En el 2015, tuvo origen en México el caso Ulrich Richter versus Google. La 
controversia versaba sobre la eliminación del blog titulado “Ulrich Richter Morales 
y sus chingaderas a la patria”, publicado en la plataforma Blogger (propiedad de 
Google Inc.)*'. Las violaciones aducidas en juicio fueron al honor, a la reputación, 
a la suplantación de identidad, y por el uso no autorizado de su retrato (derecho 
vinculado con el derecho a la imagen). Los tribunales a quo y ad quem, fallaron a 
favor de las prestaciones reclamadas por Ulrich Richter, condenando a Google al 
pago de $250 millones de dólares??. Ahora solo queda esperar que la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, ejerza su facultad de atracción sobre los juicios de amparo 


que se interpongan, y resolver este caso, que bien puede tornarse en emblemático. 


Otro suceso importante, que se ha dado en aras de proteger la privacidad e 
intimidad de los usuarios, se dio en materia de uso indebido de los datos personales, 
por parte de Facebook; donde la empresa Cambridge Analytica, benefició a 


contendientes políticos -en concreto, a Donald Trump-,* y movimientos políticos 


web_20.pdf consultado el 8 de agosto de 2022. 


30 Orcutt, Mike: Once hailed as unhackable, blockchains are now getting hacked, MIT Technology 
Review, 2019. Recurso digital en línea: https://www.technologyreview.com/2019/02/19/239592/ 
once-hailed-as-unhackable-blockchains-are-now-getting-hacked/ consultado el 9 de agosto de 2022. 


31 El blog aún sigue visible en el motor de búsqueda de Google. Recurso digital en línea: http:// 
ulrichrichtermoraless.blogspot.com/ consultado el 9 de agosto de 2022. 


32 Recurso digital en línea https://elpais.com/mexico/2022-06-18/el-abogado-mexicano-al-que- 
google-debe-pagar-250-millones-de-dolares.html consultado el 9 de agosto de 2022. 


33 Recurso digital en línea https: //www.bbc.com/mundo/noticias-43472797 consultado el 11 de 
agosto de 2022. 
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tales como el Brexit**. La Federal Trade Commission en Estados Unidos, multó a 
Facebook por $5,000 millones de dólares, por compartir datos de 87 millones de 


usuarios, sin su consentimiento, a la consultoría política Cambridge Analytica**. 


Fig. 10. Horno localizado en la comunidad Lo de Juárez, en Irapuato, 
Guanajuato. Extraído de López, V, Rodríguez, L., Goguitchaichvili, 
A., Morales Castorena, I., Cejudo Ruiz, R., Morales, J., Soler, A.M., 
Bautista, F., García, R., 2021, De Chupícuaro al despoblamiento de la 
frontera septentrional. Evidencia arqueomagnética del sitio Lo de Juárez, 
Guanajuato, México: Boletín de la Sociedad Geológica Mexicana, 73 
(1), A0S0121. http://dx.doi1.org/10.18268/BSGM2021v73n1a050121. 


34 Recurso digital en línea https://elpais.com/internacional/2018/03/26/ 
actualidad/1522058765_703094.html consultado el 11 de agosto de 2022. 


35 Recurso digital en línea https://www.bbc.com/mundo/noticias-49093124 consultado el 11 de 
agosto de 2022. 
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IV. Educación digital 


a expansión digital se ha dirigido a todos los sectores de la vida rutinaria. 
Producto de esta revolución, son los nuevos derechos que surgen, y que han 
sido acogidos por los estados. La inclusión digital, se manifiesta en virtud 
de espacios para la tolerancia y la comprensión, en contra de personas y grupos 
que buscan imponer valores, costumbres o creencias en el mundo digital. Se debe 
priorizar la reducción o eliminación de la brecha digital, junto a otras barreras, como la 
pobreza informativa, la censura, el uso político de las tecnologías, la desinformación, 
la manipulación de los medios de comunicación, y la destrucción de información 
pública —especialmente en los contextos de guerra, cambio social, justicia social, y 


el fundamentalismo del mercado global —”*. 


La educación contrarresta las desigualdades sociales, pero requiere que sea de 
calidad, acorde a la realidad que se vive. “(...) El acceso a una educación de calidad, 
en tanto derecho fundamental de todas las personas, se enfrenta a un contexto de 
cambio paradigmático al comenzar el siglo XXI. El desarrollo que han alcanzado 
las TIC en los últimos años demanda al sistema educacional una actualización de 


prácticas y contenidos que sean acordes a la nueva sociedad de la información (...)"”. 


A partir del año 2019, hubo una disrupción en el mundo a raíz del virus SARS- 
CoV-2, conocido como COVID-19. El informe de Brighteye, The European Edtech 
Funding Report, muestra las razones del porqué la educación está, o estará, dentro de 
los metaversos: A) La pandemia implica un cambio de paradigma, que supone pasar 


ahora de un proceso presencial híbrido, o digital, a otro plenamente inmersivo. B) 


36 López López, Pedro y Samek, Toni: Inclusión digital: un nuevo derecho humano, 
Educación y Biblioteca, no. 172, julio-agosto 2009, p. 117. Recurso digital en línea 
https://gredos.usal.es/bitstream/handle/10366/119650/EB21_N172_P114118. 
pdf.;jsessionid=C433E4F62A9A1F849513F523DFAA3E74?sequence=1 consultado el 13 de 
agosto de 2022. 


37 Torres Vargas, Georgina Araceli: Brecha digital y derechos humanos. En: Hernández Pacheco, 
Federico (coord.), El impacto de las bibliotecas jurídicas en el desarrollo nacional, México, IIJ- 
UNAM, 2021, pp.111 y 112. 
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Redefine el proceso de aprendizaje. C) La ludificación como herramienta pedagógica. 
D) El acceso a un mayor número de estudiantes. E) La transformación del papel 
de los estudiantes y de los profesores. F) Replantea los criterios de evaluación. G) 
Interoperabilidad, cadena de bloques y NFT*, 


Las instituciones educativas, han comenzado a incursionar en el metaverso, 
mediante aulas virtuales. Universidades como Stanford, en California, o Málaga, 
en España, ya cuentan con espacios virtuales educativos; mientras que en algunas 
universidades de México, aún se encuentran desarrollando esta tecnología*”. En 
México, aproximadamente 1,4 millones de estudiantes de todos los niveles, no 
regresaron a clases en el curso 2021, derivado de la pandemia. La educación debe 
transformarse, transitando de un modelo sólo presencial, a un modelo con entornos 
virtuales; reduciendo las barreras que ya hemos mencionado. Para lograr transmutar 
de modelo, se requieren acciones efectivas; como pueden ser: aplicar un estímulo 
fiscal, para que los particulares participen en apoyo de estos programas para grupos 


vulnerables, o donde no se encuentre la infraestructura necesaria”, 


La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible de la Organización de las 
Naciones Unidas (ONU) incluye diversos objetivos, entre ellos: la reducción de la 


brecha de desigualdad digital desde la perspectiva de género. De acuerdo con el 


38 Guerrero Vall, Joan Antoni: Catorce debates cruciales sobre la irrupción del metaverso en la 
educación. Recurso digital en línea: https://www.uoc.edu/portal/es/news/actualitat/2022/143- 
educacion-metaverso.html consultado el 15 de agosto de 2022. 


39 Ramos, Juan Luis: Universidades crean aulas virtuales en el metaverso. Recurso digital en 
línea: https://www.elsoldemexico.com.mx/finanzas/tecnologia/universidades-crean-aulas- 
virtuales-en-el-metaverso-8418488.html consultado el 15 de agosto de 2022. 


40 Palomino Guerrero, Margarita: Las nuevas tecnologías en la etapa post COVID como 
mecanismo para frenar la desigualdad y la deserción escolar, en: García Ramírez, Sergio 
y González Martín, Nuria (coords.), Covid-19 y la desigualdad que nos espera, México, lIJ- 
UNAM, 2020, pp. 152, 154, 156 y 157. 
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Instituto Federal de Telecomunicaciones, en México, un mejor acceso a las TIC, 
generaría mayores ingresos y mejores condiciones de salud, educación y trabajo para 


la población en general*', 


Fig. 11. Patio hundido aparentemente característico de la cultura Chupícuaro. 
Extraído de https: //cemca.org.mx/es/el-proyecto-chupicuaro/ 


41 Medina Arellano, María de Jesús: Mujeres y brecha digital de las TIC durante COVID-19 en 
México: ¿Objetivo de Desarrollo Sostenible cumplido?, en: Ferrer Mac-Gregor, Eduardo y 
González Martín, Nuria (coords.), Emergencia sanitaria por Covid-19: Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible (11), México, IIJ-UNAM, 2021, pp. 85 y 86. 
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V. Democracia electrónica 


l futuro de las ciudades nos ha alcanzado. Ahora, se les agrega el 

calificativo de digital. Se caracterizan como aquellas que utilizan recursos 

de telecomunicaciones, y de informática, como el internet, para brindar a 
sus habitantes un conjunto de servicios digitales, con el fin de mejorar el nivel de 
desarrollo humano, económico y cultural de esa comunidad (individual y colectivo)?. 
Las ciudades digitales, albergan a la administración electrónica, y a la democracia 
electrónica. Esta última permite una mayor participación popular para la toma de 
decisiones, mediante la utilización de nuevas tecnologías de la información. Un 
ejemplo es el e-voting (voto electrónico), que desde el siglo XX, ha sido utilizado 
en los sistemas de votación de Francia, Suiza, Australia, Canadá y Estados Unidos. 
Más recientemente, Venezuela, Brasil, España, India y México*. Sin embargo, 
también existe una brecha democrática digital; es decir, la limitación de los derechos 
político-electorales para comunidades excluidas de las TIC. En México, se ha 
buscado potencializar esos derechos, como con el movimiento *YoSoy132, o la 
petición, en la plataforma change.org, sobre los sismos del 2017**, En las elecciones 
federales y locales 2020-2021, se pusieron a prueba las urnas electrónicas, con el fin 
de desmitificar que pueden ser modificadas, hackeadas, o que pudieran beneficiar 
a algún partido político. Lo mismo ocurre con el voto electrónico a distancia, que 


se ha consolidado como una herramienta, para ejercer su derecho como ciudadano 


mexicano en el extranjero*. 


42 Delpiazzo, Carlos E: Gobierno electrónico y ciudades digitales. En Memorias del XIV Congreso 
Iberoamericano de Derecho e Informática, tomo 1, México, 2010, pp. 260 y 263. 


43 Carrillo Werring, Erick: La democracia digital y la aceptación social-política. En: Ayala Sánchez, 
Alfonso (coord.), Nuevas avenidas de la democracia contemporánea. IIJ-UNAM. México. 2014. 
pp. 193 y 194. 


44 Cfr. Romero Altamirano, Gerardo: Exclusión digital en el ejercicio de los derechos político- 
electorales. En: Pérez Cepeda, María y Eguiarte Mereles, Carlos Rubén (coords.), Desafíos de 
la democracia incluyente. IEEQ-Tirant lo Blanc. México. 2019. pp. 187-201. 


45 Véase la página electrónica del Instituto Nacional Electoral (INE), https://ine.mx/voto-y- 
elecciones/urna-electronica/ consultado el 18 de agosto de 2022. 


Gaceta Judicial - Poder Judicial del Estado es 


Los primeros acercamientos del metaverso a la democracia digital ya se han 
suscitado. Andrew Yang, que fue un candidato demócrata para jefe de gobierno 
de Nueva York, realizó una conferencia de prensa a través de su avatar por medio 
del metaverso Zepeto. Joe Biden y Kamala Harris, entonces precandidatos a la 
presidencia y vicepresidencia de Estados Unidos, crearon un mapa interactivo en el 
juego Fornite. En él, los votantes recibían promociones electorales, y además, se les 
indicaba dónde debían votar. Ciudades como Seúl, en Corea del Sur, y provincias 
o comunidades como Cataluña, en España, han anunciado que pretenden crear sus 
propios metaversos, donde construirán instituciones diplomáticas como embajadas, 


dependencias administrativas, entre otras*, 


Fig. 12. Mujer desnuda. 
Pieza procedente de 
Chupícuaro. — Extraído 
de https://museoamparo. 
com/colecciones/ 
pieza/2098/desnudos- 
femeninos-con- 
peinados-elaborados 


46 Gutiérrez-Rubí, Antoni: Cómo será la política en el metaverso, 2022, Recurso digital en línea: 
https://www.gutierrez-rubi.es/2022/01/19/como-sera-la-politica-en-el-metaverso/ consultado el 
18 de agosto de 2022. 
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VI. Sistema penal digital 


esde que la tecnología se volvió una herramienta para resolver cualquier 
problema de nuestra cotidianeidad, se ha tratado de introducir al mundo 
jurídico, con el fin de coadyuvar a resolver los asuntos. Se han enumerado 
un sinfín de ventajas, sobre lo que la tecnología le podría aportar al ámbito de 
procuración de justicia penal”. Sin embargo, se debe reconocer que la introducción 
de herramientas digitales ha sido lenta, y no en su totalidad; probablemente por 
el desconocimiento que puede aportar cada herramienta, o por la ignorancia de su 


propia existencia. 


En México, con el desarrollo del virus COVID-19, las autoridades 
jurisdiccionales se vieron forzadas a implementar medidas necesarias contra el rezago 
de las actuaciones procesales. La Fiscalía General de la República, y las fiscalías de 
las entidades federativas, han emitido directrices y lineamientos para aprovechar el 
uso de la tecnología en pro del sistema penal acusatorio; por ejemplo, la creación 
de plataformas digitales para realizar denuncias o querellas. El Poder Judicial de la 
Federación ha puesto en práctica el uso de videoconferencias para el desahogo de 
audiencias de carácter urgente*, Inclusive, se han propuesto reformas de ley, para 
adherir constitucionalmente la justicia digital, obligando a los poderes judiciales 


federal y locales, así como a los tribunales agrarios y electorales, a proporcionar 


acceso a la justicia a través de tribunales electrónicos*. 


47 Barreda Solórzano, Luis de la: Luz digital para la procuración de justicia. En: Ferrer Mac- 
Gregor, Eduardo y Zaldívar Lelo de Larrea, Arturo (coords.): La ciencia del derecho procesal 
constitucional. Estudios en homenaje a Héctor Fix-Zamudio en sus cincuenta años como 
investigador del derecho, tomo XI. IIJ-UNAM. México. 2008. pp. 77-80. 


48 Lara Rivera, Jorge Alberto: Las tecnologías de la información y justicia penal a distancia. En: 
González Martín, Nuria y Díaz Aranda, Enrique (coords.), Emergencia sanitaria por Covid-19: 
ciencias penales. IIJ-UNAM. México. 2020, pp. 69-75. 


49 Arley Orduña, Amada María: El Poder Judicial en la era digital post-Covid, Hechos y derechos, 
no. 59, septiembre-octubre 2020, Recurso digital en línea: https://revistas.juridicas.unam.mx/ 
index.php/hechos-y-derechos/article/view/15035/15990 consultado el 20 de agosto de 2022. 
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No obstante, aún con las medidas adoptadas, se puede apreciar la brecha 
digital en el sistema jurisdiccional. Entonces, ¿qué pasará con el sistema penal en 
los metaversos? A finales del 2021, Facebook/Meta presentó una versión beta del 
metaverso Horizon Worlds, en él, una participante denunció que había sido acosada 
virtualmente. El proveedor del metaverso, únicamente se limitó a señalar que existían 
instrumentos dentro del mundo virtual para impedir ese tipo de comportamientos de 


otros usuarios”. 


Si bien es cierto que las legislaciones de los países regulan diversos ciberdelitos, 
también lo es, que los metaversos son universos nuevos para el derecho, y los 
esfuerzos por reglamentarlos, aún son modestos. Se ha tratado de definir la naturaleza 
jurídica del delito en los metaversos, “(...) como aquella conducta dolosa antijurídica 
típica y atípica que un sujeto activo usuario del metaverso realiza sobre un sujeto 
pasivo usuario/ciudadano del metaverso mediante una acción directa o indirecta que 
conlleva un resultado gravoso independientemente de si sus consecuencias afectan 
a diferentes planos en la realidad natural y/o el metaverso donde tiene presencia 
corpórea o incorpórea el usuario/ciudadano agredido (..)”*'. ¿Qué pasaría con aquellas 
conductas que ocasionen daños físicos a los usuarios o avatares? Las ciencias penales 
se enfrentan a nuevos comportamientos y consecuencias en los metaversos, que en el 


mundo físico son penados”. 


50 Denuncian primer caso de acoso en Horizon Worlds el Metaverso de Zuckerberg, 2021, Recurso 
digital en línea: https://www.proceso.com.mx/ciencia-tecnologia/2021/12/22/denuncian-primer- 
caso-de-acoso-en-horizon-worlds-el-metaverso-de-zuckerberg-277894.html consultado el 20 
de agosto de 2022. 


51 Nisa Ávila, Javier Antonio: La naturaleza jurídica del derecho penal en el metaverso. 2022. 
Recurso digital en línea: https://elderecho.com/la-naturaleza-juridica-del-derecho-penal-en-el- 
metaverso+f consultado el 21 de agosto de 2022. 


52 En el año 2012, Palmer Luckey fue uno de los fundadores de Oculus VR (empresa que se dedica 
a la creación de videojuegos en realidad virtual), que posteriormente se vendió a Facebook/ 
Meta. En 2021, Luckey cuestionó el por qué no existen daños físicos —incluso la muerte— en 
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VII. Propiedad intelectual en los medios digitales 


a transformación de la información analógica a información digital, y su 

explotación de forma indebida, ha conllevado a crear herramientas que 

protejan la intelectualidad de las obras. Estas se han denominado como 
medidas tecnológicas de protección (MTP) que son “(...) dispositivos o sistemas 
que se instalan en las obras en formato digital para restringir el acceso, uso, 
edición o reproducción no autorizada de la obra (...)”%. Algunas MTP son sistemas 
anticopiado, encriptación, marcas de agua, o dispositivos externos (hardware). 
Además, se ha otorgado protección jurídica a las MTP con el fin de evitar la 
reproducción no autorizada. Los Estados miembros de la Organización Mundial de 
la Propiedad Intelectual (OMPI) han firmado instrumentos internacionales para la 
protección jurídica del derecho de autor y de los derechos conexos, como el Tratado 
de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual sobre Derechos de Autor, y el 
Tratado de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual sobre Interpretación 


o Ejecución y Fonogramas**, 


los videojuegos trasladado a la vida real y lo comparó con las consecuencias que se sufren 
en algunos deportes extremos. Recurso digital en línea: https://twitter.com/PalmerLuckey/ 
status/1369388538328911881 consultado el 21 de agosto de 2022. 


53 Hernández Montoya, Alejandro: La revolución tecnológica y las obras protegidas por el derecho 
de autor. Recurso digital en línea http://132.248.9.195/ptd2012/noviembre/0685444/0685444. 
pdf consultado el 13 de diciembre de 2022. p 68. 


54 Velázquez Vértiz, Sergio: Las obras en formato digital y las medidas tecnológicas de protección. 
En: Becerra Ramírez, Manuel (coord.), Textos de la nueva cultura de la propiedad intelectual. 
IIJ-UNAM. México. 2009. pp. 165-171. 
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En México, los programas de computación no pueden ser patentables*”, en 
virtud de que su protección jurídica, recae en los derechos de autor? A partir de 
la firma del T-MEC (Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá), México se 
obligó a incorporar en su legislación las MTP*, Mediante la reforma del 1 de julio 
de 2020 a la Ley Federal del Derecho de Autor, se adhirieron las MTP, protegiendo 
los derechos de autor y los derechos conexos%. La propiedad intelectual, posee 
características particulares en relación con otras ramas del derecho; por ejemplo: 
la protección territorial de las marcas, es únicamente en el país donde se realizó 
el registro; mientras que, en relación con los derechos de autor, su protección se 
amplía a los países firmantes del Convenio de Berna, es decir, no siendo necesario su 


registro en cada país. 


55 Congreso de la Unión, Cámara de diputados: Ley Federal de Protección a la Propiedad 
Industrial. Artículo 47.- No se considerarán invenciones, en particular: 

[::] 

V.- Los programas de computación; 

L.. 


] 


56 Congreso de la Unión, Cámara de diputados: Ley Federal del Derecho de Autor. Artículo 13.- 
Los derechos de autor a que se refiere esta Ley se reconocen respecto de las obras de las 
siguientes ramas: 

[..] 

XI. Programas de cómputo; 


[.] 


57 Orozco Orozco, José Zócimo, Las medidas de protección tecnológicas en la legislación 
mexicana con la entrada en vigor del Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá T- MEC, 
Letras jurídicas, no. 31, 2021, pp. 1-22. Recurso digital en línea: https: //revistaletrasjuridicas. 
com/index.php/l/article/view/11 consultado el 22 de agosto de 2022. 


58 Capítulo V De las Medidas Tecnológicas de Protección, la Información sobre la Gestión de 
Derechos y los Proveedores de Servicios de Internet. 
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En Estados Unidos y en la Oficina Europea de Patentes —con sus salvedades— 
sí se otorgan patentes sobre programas de computación”. Con todas las singularidades 
de la propiedad intelectual, es necesario armonizar su regulación en los metaversos. 
En cuanto a las marcas, grandes empresas como Nike y Converse, han presentado 
registros marcarios en clases (atendiendo la Clasificación de Niza) de productos 
y servicios relacionados con el entorno virtual. Los derechos de autor, pueden 
presentar conflictos cuando obras protegidas se convierten en NFT sin autorización 
del autor. El metaverso de Facebook/Meta ha incursionado en el tema de patentes, al 
solicitar la invención de tecnología para rastrear movimientos oculares, y expresiones 
faciales de los usuarios, con el propósito de verse reflejados en sus avatares del mundo 
virtual. También ya se han presentado litigios por transgredir derechos de propiedad 
intelectual en metaversos, como el caso de la marca Hermés, quien demandó a 
Mason Rothschild, por haber creado y vendido NFT, titulando a las imágenes como 
«MetaBirkins», haciendo alusión a los lujosos bolsos de la marca francesa. En la 
demanda, se alegó infracción de marca registrada, dilución de marca registrada, y 


ciberocupación!!, 


59 Hernández González, Efraín: ¿Por qué no podemos patentar el software? Razones técnicas y 
económicas, 2016. Recurso digital en línea: https://www.mipatente.com/por-que-no-podemos- 
patentar-el-software-razones-tecnicas-y-economicas/ consultado el 22 de agosto de 2022. 


60 Park, Kathryn: Marcas en el metaverso, 2022. Recurso digital en línea: https://www.wipo.int/ 
wipo_magazine/es/2022/01/article_0006.html consultado el 22 de agosto de 2022. 


61 López, Nancy, y García, Georgina: Cómo el metaverso está transformando los derechos de 
propiedad intelectual, 2022. Recurso digital en línea: https: //forojuridico.mx/como-el-metaverso- 
esta-transformando-los-derechos-de-propiedad-intelectual/ consultada el 22 de agosto de 
2022. 
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VII. Comercio electrónico 


I comercio electrónico, ha revolucionado el comercio tradicional, para efectuar 

transacciones digitales de mercado. Se afirma que el “(...) comercio es toda 

aquella actividad que tenga por objeto realizar una operación comercial, y 
que es electrónico cuando ese comercio se lleva a cabo utilizando la herramienta 
electrónica de forma que tenga o pueda tener alguna influencia en la consecución 
del fin comercial, o en el resultado de la actividad que está desarrollando (...)”*. 
No obstante, se debe resaltar la no existencia de fronteras físicas en el comercio 
electrónico, lo que ocasiona que los operadores jurídicos, deban idear nuevas formas 
de delimitar la competencia de los órganos jurisdiccionales”. Esto ha contribuido a 
la creación de regiones de libre comercio, y la armonización del derecho mercantil 
internacional. Dentro de este último factor, cabe destacar la expedición de normas 
novedosas que vayan al día con los avances tecnológicos, que establecen reglas claras 
para la nueva forma de contratar a través de medios electrónicos**, Por ejemplo, se 
creó la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional 
(CNUDMD), con la finalidad de promover la unificación del derecho mercantil 
internacional. México ha adoptado en sus leyes, modelos y textos legislativos que, 
entre otros son: la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Comercio Electrónico (1996) y 
la Ley Modelo de la CNUDMI sobre las Firmas Electrónicas (2001)%, 


62 Davara F. de Marcos, Isabel: Breve aproximación a la problemática jurídica del comercio y la 
contratación electrónicos, y la firma electrónica en particular. En: Ferrer Mac-Gregor, Eduardo 
y Zaldívar Lelo de Larrea, Arturo (coords.), La ciencia del derecho procesal constitucional. 
Estudios en homenaje a Héctor Fix-Zamudio en sus cincuenta años como investigador del 
derecho, tomo XII. IIJ-UNAM, México. 2008. p. 692. 


63 Oropeza, Doris Karina: La competencia económica en el comercio electrónico y su protección 
en el sistema jurídico mexicano. IIJ-UNAM. México. 2018. p. 4. 


64 Robles Farías, Diego: El comercio y la firma electrónicos. El modelo mexicano. En: Becerra 
Ramírez, Manuel y Cruz Barney, Óscar et al. (coords.), Obra en homenaje a Rodolfo Cruz 
Miramontes, tomo |. IIJ-UNAM. México. 2008. p. 546. 


65 Robles Farías, Diego: El comercio y la firma..., pp. 551 y 566. 
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Dentro del comercio electrónico, surgen nuevos elementos que deben ser 


considerados para una mejor regulación, como lo son: 


66 


67 


68 


69 


70 


1. El derecho informático se encuentra limitado para el estudio actual de las 
TEA 


2. Emerge una “nueva economía”, producto de la tecnología, dando paso a 
ciudades y ciudadanos digitales”. Se traslada dinero físico a una moneda virtual, 
como las criptomonedas, para comprar activos digitales. La base económica de 


los futuros metaversos estará basada en sistemas blockchain*. 


3. Se origina el patrimonio digital. En el 2021, la empresa Metaverse Group 
(subsidiaria de Tokens.com) compró parcelas de tierra en el metaverso 
Decentraland, valoradas en $2,4 millones de dólares, utilizando la criptomoneda 
nativa MANA?. Pero, ¿quién da certeza jurídica de la transacción digital? Hasta 
el momento, la propia empresa proveedora del metaverso es la única que dota 
de legalidad. Sin embargo, pueden surgir un sinfín de problemas, uno de ellos 
puede ser el hackear el patrimonio digital. En el 2022, la plataforma de NFT 
OpenSea fue hackeada, perjudicando a algunos de los usuarios que contaban 


con su patrimonio de NFT, no siendo el único caso”, 


Oropeza, Doris Karina: La competencia económica... p. 7. 
Oropeza, Doris Karina: La competencia económica... 16 y 17. 
Gálvez, Yen: Qué es el metaverso... p. 115. 


Recurso digital en línea: https://www.iproup.com/innovacion/27690-metaverso-como-se- 
compro-un-terreno-por-usd-25-millones consultado el 26 de agosto de 2022. 


Hernández, Gonzalo: Alguien hackeó el Discord oficial de OpenSea y robó las billeteras de 
usuarios: solo tuvieron que ofrecerles NFTs “gratuitos y limitados”, 2022. Recurso digital en 
línea: https://www.xataka.com.mx/criptomonedas/alguien-hackeo-discord-oficial-opensea- 
robo-billeteras-usuarios-solo-tuvieron-que-ofrecerles-nfts-gratuitos-limitados consultado el 26 
de agosto de 2022. 
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No cabe duda, que el e-commerce es el presente y futuro de los metaversos. La 
metamorfosis de las empresas tradicionales a la era digital puede ser inevitable, pero 
en un ámbito general; es decir, mientras exista una regulación jurídica que proteja al 
proveedor y al usuario, será un metaverso garantista de los derechos y obligaciones 


que se contraen. 


Fig. 13. Olla acanalada. Pieza procedente de Chupícuaro. Extraído de https:// 


museoamparo.com/colecciones/pieza/3387/olla-acanalada 
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Conclusiones 


l metaverso surge como una creación de la ciencia ficción, donde es 

descrito como un universo virtual originado por un software, y reflejado 

por un visor. Esta simple conceptualización ha ido evolucionando con 
el avance de la tecnología. Los proveedores de los metaversos siguen añadiendo 
nuevos elementos, como su tipo de visualización: realidad aumentada, lifelogging, 
mundo espejo y realidad virtual. Los usuarios son representados por avatares, donde 
interactúan con otros usuarios. La comunicación entre avatares nace producto de 
videojuegos, relaciones laborales, comercio electrónico, entre otras actividades. Las 
transacciones, dentro de los entornos virtuales, son a través de criptomonedas. Para 
obtener bienes como NFT, estas operaciones pueden quedar almacenadas bajo la red 
blockchain. Los proveedores están optando por modificar los contratos tradicionales 
por smart contracts, otorgando regulación jurídica a los actos comerciales. Esto es 


una descripción a grandes rasgos de los elementos que componen a los metaversos. 


Los conflictos derivados de la interacción proveedor-usuario, y usuario-usuario, 
provocan la afectación de las esferas jurídicas de los ciberciudadanos, dando vida a 
la ubicuidad del derecho. Para responder al problema objeto de la investigación, 
se atendieron algunos ámbitos jurídicos para determinar cuáles son los retos que 
enfrenta la justicia digital. Es importante señalar que los sectores jurídicos abordados, 
son una aproximación de la intromisión del derecho en los metaversos. Existen más 
ramas jurídicas que se encuentran o encontrarán en constante tensión con estos. Los 
ámbitos jurídicos propuestos y examinados fueron: protección de datos personales y 
derecho a la vida privada, educación digital, democracia electrónica, sistema penal 


digital, propiedad intelectual en los medios digitales y comercio electrónico. 
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Entonces, ¿cuáles son los retos de la justicia digital para regular los metaversos? 


1. En la protección de datos personales y derecho a la vida privada. A) Crear 
protocolos uniformes entre los Estados, para prohibir la recopilación, tratamiento, 
difusión, publicación o trasmisión a terceros de datos personales, sin autorización 
del titular. B) Aplicación de sanciones económicas proporcionales al daño hecho por 
los proveedores (uso de la responsabilidad civil extracontractual objetiva). C) Mayor 
protección en la intimidad de la ciberciudadanía, ante los ataques virtuales como 
social spammer, scammer, tabnabbing, pharming, clickjacking, gusanos, cookies, 


grooming, sexting, etc. 


2. En la educación digital. A) El reconocimiento y protección de nuevos 
derechos, como la inclusión digital. B) La reducción o eliminación de la brecha 
digital ante los nuevos modelos educativos enfocados en las TIC. C) La creación 
e incorporación de herramientas pedagógicas, tales como: ludificación, espacios 


virtuales educativos, interoperabilidad digital. 


3. En la democracia electrónica. A) La reducción o eliminación de la brecha 
democrática digital, y buscar la potencialización de los derechos político-electorales. 
B) La transformación de las ciudades tradicionales a ciudades digitales, mejorando el 


nivel de desarrollo humano, económico y cultural de esa comunidad. 


4. En el sistema penal digital. A) La introducción de herramientas digitales, 
con el fin de coadyuvar en la procuración de justicia penal. B) La implementación de 
directrices y lineamientos en el uso de las herramientas digitales. C) Definir, de forma 
adecuada, la naturaleza jurídica del delito en los metaversos. D) Principio espejo, 
es decir, toda acción considerada ilegal en el mundo “real”, debe tener el mismo 
tratamiento en el mundo virtual. E) La tipificación de nuevos comportamientos o 


acciones que se den en los metaversos, y transgredan la esfera jurídica de los avatares. 
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5. En la propiedad intelectual de los medios digitales. A) La adhesión de las 
MTP a las legislaciones de los Estados miembros de la OMPI. B) La armonización 
de la propiedad intelectual en la protección de los programas de computación. C) 
Establecer la protección territorial de la propiedad intelectual, que afecta, entre otros, 


a los derechos de autor y los registros marcarios. 


6. En el comercio electrónico. A) La delimitación de fronteras en el 
e-commerce, ante la competencia de los órganos jurisdiccionales. B) La creación de 
un marco mercantil normativo, acorde con los avances electrónicos, y las múltiples 
transacciones dentro de los universos virtuales. C) Establecer los entes, herramientas, 
e instrumentos que darán certeza jurídica, sobre los actos de comercio dentro de los 


metaversos (fedatario público digital, smart contracts, firma electrónica avanzada). 


Los retos de la justicia digital son cada vez más e indispensables que se logren, 
en virtud de la consolidación de los metaversos. Los desafíos que se proponen en 
la presente investigación, son sólo algunas alternativas en contra de los conflictos 
que ya se han presentado, o se presentarán en los metaversos, y que su regulación 
jurídica debe ser prioridad para todos aquellos Estados que permitirán su acceso a sus 
gobernados (recordando que países como Corea del Norte y China, prohíben el uso 
de plataformas digitales o páginas Web occidentales). Los metaversos son el presente 
de nuestra sociedad y de las actividades cotidianas del ser humano. Su regulación 


jurídica adecuada, permitirá universos virtuales mejores diseñados. 
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El delito continuado 
Recensión del artículo del profesor Enrique Cardona Arizmendi 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano” 
1.- Presentación 


l artículo nominado el delito continuado, de la autoría del profesor Enrique 
Cardona Arizmendi, fue publicado en 1964 en la revista del poder judicial del 
estado de Guanajuato México (tomo l, año l, correspondiente a los números 


4 y 5, de junio y julio) en 20 hojas, que van de la página 39 a la 77. 


Su autor, originario de Guanajuato capital, nació en 1935 y murió en el 2000. 
Estudió derecho en la universidad de Guanajuato, así como una especialidad en 
criminalística por el instituto nacional de ciencias penales. En el ámbito laboral, 
ocupó varios cargos, entre ellos, agente del ministerio público, juez penal, magistrado 
del tribunal fiscal del estado, jefe de departamento legal de la tesorería del estado, 
rector de la Universidad de Guanajuato, procurador general de justicia, y presidente 


del supremo tribunal de justicia.' 


* Juez de oralidad penal, comisionado a la titularidad de la unidad académica de investigaciones 
jurídicas. Doctor en derecho por la universidad de Granada, España. Maestro en impartición de 
justicia penal por la universidad Iberoamericana, campus León. Maestro en ciencias jurídico- 
penales y licenciado en derecho por la universidad de Guanajuato. 


1 Cfr. Vidaurri Aréchiga, Manuel: Estudios jurídicos en homenaje al licenciado Enrique Cardona 
Arizmendi. Universidad de Guanajuato. Guanajuato, México. 2012; passim. 
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De su obra escrita destacan, el código penal comentado del Estado de 


Guanajuato concordado con el código penal federal con exposición de motivos 
y jurisprudencia, nuevo código penal comentado del Estado de Guanajuato, con 
exposición de motivos, jurisprudencia y reformas al código de procedimientos 


penales y apuntamientos de derecho penal. 


El aparato crítico de ese texto, sigue la sistemática de colocar al final las notas 
al pie. Su investigación se basa en 13 libros, de los que el autor extrajo el estado de 
la discusión sobre el delito continuado, en los años sesenta del siglo pasado, rastreó 


sus orígenes y, después de ello, asumió su criterio. 


Desarrolló su texto partiendo de la clasificación tripartita del delito, que los 
divide en instantáneos, permanentes y continuados; siguió escudriñando los orígenes 
de los últimos mencionados, en Alemania e Italia; se detuvo para describir la 


concepción mexicana del tema y pronunció su tesis explicando su uso práctico. 


Dividió el ensayo en 7 puntos: 1.- Delitos instantáneos, permanentes y 
continuados. 2.- Origenes. 3.- La doctrina alemana. 4.- La doctrina italiana. 5.-El 
delito continuado en México. a) Doctrina. b) Jurisprudencia. 6.- La legislación, y 


7.- Conclusiones. 
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T.- Sinopsis 


ntes de 1964, en México, prácticamente no existían estudios científicos, ni 
tampoco estaba reconocido en la ley el delito continuado, lo que explica 
que sus inicios doctrinarios y jurisprudenciales fueran francos extravíos, 
malas comprensiones y criterios contradictorios, lo que motivó al profesor Cardona 


para realizar un análisis del estado de la cuestión, en aquellos tiempos. 


—Expuso-— que el origen del criterio del delito continuado, fue librar de la muerte 
al ladrón del tercer robo, y de ahí en adelante, su pretensión fue lograr la benignidad 


de la ley ante castigos desmedidos (p. 44). 


—Prefirió— la terminología de delito continuado sobre cualquier otra, por su 
sencillez y por ser reveladora del tema, que lo definió, siguiendo a Soler, como el que 
“(...) se comete cuando una sola resolución delictiva se ejecuta por medio de varias 


acciones, cada una de las cuales importa una forma análoga de violar la ley” (p. 43).? 


Su naturaleza jurídica, —a juicio del autor— se localiza en el principio de 
continuidad, o de la conexión continuada, de cuño alemán (P. 44) y paralelamente 
expuso 3 tesis de origen italiano, explicando la razón por la que una pluralidad de 
conductas, debe ser considerada una sola. Caso de las tesis de la ficción, realista y 


realidad jurídica (p. 50). 


— Precisó — que el criterio del delito continuado, pertenecía a la clasificación 
tripartita de delito, donde convive con el delito instantáneo como con el permanente, 
los que diferenció gráficamente, indicando que el delito instantáneo es como un 
punto, el permanente con una línea recta y al continuado con puntos suspensivos (p. 
43). 


2 Posteriormente, cambió el concepto por uno propio como: “(...) Unificación jurídica y axiológica 
con circunstancias locales y modales diferentes (...). Cardona Arizmendi, Enrique y Ojeda 
Rodríguez Cuauhtémoc: Código penal comentado del estado de Guanajuato. Tercera edición. 
Orlando Cárdenas editor. Irapuato Guanajuato. 1978; p. 104 
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—Aseguró— que el criterio del delito continuado, pese a los detractores, tenía 
una utilidad para contrarrestar la mala praxis de sumar todas las sanciones de todas 
las conductas; lo que, en ocasiones, implicaba sanciones exorbitantes. Por eso, el fin 
del delito continuado, es conseguir tanto una imputación, como una sanción global, 


que atempere el castigo, cuando es irracionalmente desmedido. 


—Rastreó— los elementos del delito continuado en Alemania y en Italia, 
descubriendo, la doctrina objetivo-subjetiva (alemana) (p. 45), la doctrina objetiva o 


realista (alemana) (P. 46) y la tesis subjetivista (italiana) (p. 46). 


Luego, se adhirió a la postura subjetivo-objetiva, considerando que el delito 
continuado consta de 2 elementos: 1.- En el lado subjetivo, el dolo unitario, 
manifestado en un plan del activo preconcebido desde el inicio y 2.- En el lado 


objetivo, las acciones homogéneas (p. 45). 


Con dicha postura —sustentó— que los elementos del delito continuado son: 
Unidad de determinación, pluralidad de acciones, unidad de lesión jurídica y, en 


ciertos casos, unidad de sujeto pasivo (pp. 67 a 71). 


Cuando se reúnen todos los ingredientes del delito continuado, debe existir un 
tratamiento punitivo especial que ciertamente sancione más grave, que en el caso del 


castigo que se aplicaría si fuera un solo delito, pero más leve que la suma de todas 


las conductas (p. 44). 


TII.- Valoración crítica 


l artículo del profesor Cardona, fue de los primeros en México que analizó el 
delito continuado, y quizá sea el más antiguo en el estado de Guanajuato; y 


lo sea o no, debe ser un antecedente de consulta obligada. 


Más aún, cuando se escribió, en México, el tema del delito continuado, no era 
ley, sino una postura doctrinaria; y para muchos era algo distante y ocioso. Hoy es 


evidente que los detractores se equivocaron. 


Se basó en 13 fuentes bibliográficas, y se debe considerar lo difícil que en 
aquellos ayeres era conseguir libros extranjeros y, además, realizar un análisis, desde 


la provincia mexicana, del contexto jurídico internacional. 


El aparato crítico del texto sigue la sistemática de colocar, al final del artículo, 
las notas y comentarios, lo que era más práctico en los tiempos en los que se hizo la 
publicación, cuando se trabajaba con máquinas de escribir. Ahora, las nuevas formas 
de reportar trabajos de investigación, mayoritariamente conducen a colocar notas al 
pie de página (caso de sistema Harvard o Chicago, o método de la página del autor 


de citas en el texto etc, etc.) o en el mismo texto (caso del sistema APA). 


Pese a que ha trascurrido más de medio siglo desde que se publicó el texto 
original, algunas conclusiones permanecen vigentes y otras, el paso del tiempo, las 
ha redefinido. Cierto, no de forma pacífica, aunque sí con mejores argumentos, como 
son los temas de su propia definición, y el tipo de dolo que se necesita para considerar 


acreditada la existencia del delito continuado. 
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Origen 


El origen histórico del delito continuado, fue salvar de la muerte al ladrón tres 
veces procesado, de ahí en adelante, se considera que su función, para la que fue 
creada y que se conserva, es un argumento de justicia que busca atemperar la dureza 
de la ley cuando se torna injusta. 


Dicha institución jurídica, en muchos países, pasó de ser doctrina a ley positiva 
de diferentes formas, por lo que es necesario distinguir el tema de delito continuado, 


como indica la doctrina científica y como está previsto en la legislación. 


Terminología 


Cardona utilizó el término delito continuado, por su claridad, de forma tal 
que por su propio nombre se autodefine, lo que es un argumento que subsiste a la 
fecha y es suficiente para descartar otros nombres como unidad de hecho, unidad 
jurídica o unidad de delitos homogéneos, concurso material aparente, concurso real 


homogéneo y sucesivo de delitos,* concurso material aparente* o unidad natural de 


acción.* 

3 Cfr. Jescheck, Hans-Heinrich y Weigend, Thomas: Tratado de derecho penal. Parte general. 
Traducción de Miguel Olmedo Cardenete. Quinta edición. Comares. Granada España. 2002; p. 
769. 

4 Cfr. Posada Maya, Ricardo: Delito continuado y concurso de delitos. Universidad de los andes. 


Grupo editorial Ibáñez. Colombia, Bogotá-2012; p. 413 


5 Cfr. Mir Puig, Santiago: Derecho penal. Parte general. 10 edición. Editorial B de F. Buenos 
Aires Argentina. 2016; p. 670. 
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Concepto 


Como ya se escribió, en la fecha que el profesor Cardona escribió la institución 


del delito continuado, no estaba en la ley, adoptando el concepto ya anotado de Soler.* 


A la fecha, el numeral 10 del código penal del estado de Guanajuato, aborda 
el delito continuado indicando sus elementos: “(...) unidad de propósito delictivo y 
pluralidad de conductas se viole el mismo precepto legal. Tratándose de agresiones 
a la vida, a la salud, al honor, a la libertad y a la honestidad se requerirá identidad de 


sujeto pasivo (...)”. 


Uniendo las definiciones doctrinarias, y los elementos que da la ley local, se 


puede definir como: 


La ficción jurídica por la que varias conductas acontecidas en el mundo real, 
jurídicamente se consideran una sola. Requiriendo que el activo dolosamente viole 
el mismo precepto legal, y en casos de agresiones a la vida, a la salud, al honor, a la 
libertad y a la honestidad, se necesita que la persona afectada sea la misma; mientras, 


para el resto de los delitos, puede ser la misma persona o diferentes. 
Naturaleza jurídica 


Cardona expuso 3 posturas que explican la naturaleza jurídica del delito 
continuado, sin decantarse expresamente a favor de alguna; aunque su exposición es 


coherente con la tesis de la ficción jurídica. 


6 El profesor Cardona, en un primer momento adoptó el concepto de Soler quien definió el delito 
continuado como “(...) una sola resolución delictiva se ejecuta por medio de varias acciones, 
cada una de las cuales importa una forma análoga de violar la ley” (P. 43). Posteriormente 
lo concibió como “(...) unificación jurídica y axiológica con circunstancias locales y modales 
diferentes (...)”. Cfr. Cardona Arizmendi, Enrique, y Ojeda Rodríguez, Cuauhtémoc: Código 
penal comentado del estado de Guanajuato. Tercera edición. Orlando Cárdenas editor. Irapuato 
Guanajuato. 1978; p. 104. 
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Actualmente, algunas de las teorías que explican la naturaleza jurídica del 
delito continuado son: La teoría de la ficción, la realista, la realidad jurídica y la 
de la combinación.” Y de ellas, destaca que considerar una pluralidad como una 
singularidad, no es un argumento que pertenezca al mundo real, sino que es una neta 


ficción del mundo jurídico. 


En efecto, el delito continuado es una abstracción jurídica, donde 2 más 2 no 
son 4, sino 1, lo que es congruente con los argumentos jurídicos que, a diferencia de 


las ciencias exactas, son artificios llenos de abstracciones que hay que descifrar. 


No sobra destacar que el derecho debe interpretarse con un método propio de 
las ciencias sociales, ya que, aun en estas fechas, resulta extraño para algunos que el 
método jurídico no coincida con el de las ciencias exactas, por lo que no encuentran 
lógico que el delito continuado considere como una sola conducta, a una pluralidad 


de ellas.? 


Asumido que el delito continuado es una ficción jurídica, o parcialmente 
ficticia,? debe aplicarse atendiendo a cada caso concreto!” para atenuar la rudeza 


punitiva innecesaria. 


Por ejemplo, en el delito de robo, se establecen diferentes hipótesis de castigo, 
acorde al monto de lo robado. En algunos casos, considerar el delito continuado 
(atendiendo al monto total de lo apoderado) puede implicar una sanción más grave 
que aplicar las reglas de concurso real, supuesto en que se debe determinar lo que 


más favorezca al responsable. 


7 Cfr. Posada Maya, Ricardo: Delito continuado y ..., p.431. 
8 Cfr. Posada Maya, Ricardo: Delito continuado y ..., p.415. 


9 Cfr. Jescheck, Hans-Heinrich y Weigend, Thomas: Tratado de derecho... , p. 770. 


10 Cfr. Posada Maya, Ricardo: Delito continuado y ..., p.431. 
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Colocación en la teoría del delito 


En aquellos ayeres Cardona analizó el tema de marras sólo desde el punto 
de vista teórico, pues, como ya se dijo, aun no estaba previsto en la ley, y lo hizo 
partiendo de la clasificación tripartita del delito, que lo secciona en instantáneo, 


permanente y continuado; es decir destacando las características de la conducta. 


A la fecha, en Guanajuato, y en otras latitudes, como Alemania y España, el 
tema se analiza en el rubro de concursos; es decir, lo colocan en el código acorde a su 


tratamiento punitivo, no acorde al número y tipos de actos que lo integran. 


La utilidad de la institución 


Algunos dijeron en el pretérito, y aun dicen en la actualidad, que la idea 
del delito continuado no debe existir, exponiendo diferentes razones: que es una 
institución fuera de la realidad,'! que en nada ayuda a reducir la carga de trabajo, 
y, por el contrario, implica más, ya que se necesita justificar todas y cada una de las 
conductas, como se hace en el concurso??, y otros sencillamente porque no están de 


acuerdo y les convence el castigo irracional. 


Empero, el delito continuado es indispensable para la justicia, para evitar el 
sadismo punitivo que equivale a iniquidad. Por supuesto, el responsable del delito 


debe recibir una consecuencia jurídico-penal, pero en su justa medida. 


11 En este sentido Del Rosal, Juan: Consumación y aplicación de la ley penal en el delito continuado. En 
anuario de derecho penal y ciencias penales. Tomo 1, Número 2. Dialnet. Universidad de la Rioja, España. 
1948; pp. 282 y ss. 


12 Cfr. Jescheck, Hans-Heinrich y Weigend, Thomas: Tratado de derecho..., p. 770 
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Muchas cosas del pasado no han cambiado. Subsiste el sofisma histórico de 
que las sanciones severísimas, más allá de toda lógica, son eficaces para combatir 
el delito. Pero antes no funcionó; no funciona ahora, y no funcionará en el futuro.'* 


El tema de la no aplicación del delito continuado, va de la mano con el de las 
altas sanciones, que se alimenta de la conciencia social de retribución, que busca un 


castigo contra el delincuente, algo que le haga sufrir'*. 


Las altas sanciones son un infierno real, no una ficción, y para evidenciarlo, 
vale hacer una comparación de las sanciones que se aplican en México con otras de 


otros países. 


Se tiene el caso del serbio-bosnio Radovan Karadzic, que fue sentenciado por 
el tribunal penal internacional para la antigua Yugoslavia, por una serie de crímenes 


internacionales, cometidos entre 1991 y 1995, en Bosnia y Herzegovina, a sufrir 40 


13 “(...) El endurecimiento del código penal se presenta como una fórmula para incrementar la seguridad, 
pero es fácil comprobar que estas medidas nada tienen que ver con la comisión o no de nuevos delitos, 
con la seguridad ni con la prevención. Quien comete un delito terrible, de los que encajarían en las 
normas modificadas, no deja de hacerlo si la condena prevista es de 30 años o de 40 o de toda la vida. 
El incremento de la pena no actúa como elemento disuasorio en estos casos (...)”.Gallizo, M.: La cadena 
perpetua no construye seguridad. En letras libres 6 febrero 2018. En http://www letraslibres.com/espana- 
mexico/politica/la-cadena-perpetua-no-construye-seguridad. Consultada el 22 de abril del 2018. 


14 “(...) al comienzo de casi todas las culturas existe el pensamiento de la retribución, imposible 
de erradicar de la conciencia jurídica general (...)”. Schunemann, B.: Sobre la crítica a la teoría 
de la prevención general positiva.. En política criminal y nuevo derecho penal. Libro homenaje 
a Claus Roxin. Editor Jesús-María Silva Sánchez. Editorial Bosch. Barcelona. 1997. En https:// 
neopanopticum.wordpress.com/2006/07/19/sobre-la-critica-a-la-teoria-de-la-prevencion- 
general-positiva-b-schunemann/ consultado el 20 de abril del 2018. 
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años de prisión.'* O el secuestro de Heineken y de su chofer, donde se pagó de rescate 
35 millones de florines y la sentencia fue de 12 años de prisión por el delito cometido 


contra el empresario y 9 años por el sufrido por el chofer.'* 


De manera diferente, en México las sanciones de delitos graves se han elevado, 
y se apartan de todo contexto racional, habiéndose impuesto castigos de cárcel que, 
materialmente, implican una cadena perpetua, y prácticamente lo es toda sanción de 


más de 30 años." 


Por mencionar solo un ejemplo: En la ciudad de México, en el caso del bar 
Heaven, se condenó a tres personas a padecer más de 500 años de prisión, por el 


secuestro y homicidio de 13 jóvenes. '* 


Doctrinas que explican los elementos del delito continuado 


El profesor Cardona examinó las tesis que explican los elementos del delito 


continuado, cuya postura subsiste, con ajustes propios del paso del tiempo. 


15 Cfr. Diario el espectador: Sentencia de Radovan Karadzic. En https://www.elespectador.com/opinion/ 
opinion/condena-contra-karadzic-una-sentencia-historica-columna-626197 consultado el 2 de abril del 
2018. 


16 Cfr. Diario el país: El secuestro de Heineken  elpais.com/diario/1984/10/18/ 
internacional/466902024_850215.html consultado el 2 de abril del 2018. 


17 “(...) La cadena perpetua es, además de innecesaria para nuestro sistema de seguridad e 
ineficaz para la prevención del delito, una pena inhumana y degradante. Para muchos, es 
un castigo más cruel que la pena de muerte porque es condenar a alguien a vivir el resto 
de su vida sin horizonte, sin esperanza, sin futuro. Por eso tantas personas condenadas a 
perpetuidad acaban quitándose la vida. Esta es una siniestra realidad que viven algunos 
sistemas penitenciarios de algunos países que mantienen esta pena (...)”. Gallizo, M.: La 
cadena perpetua no, 


18 Crf. Diario animal político: Caso Heaven. En https://www.animalpolitico.com/2015/09/mas- 
de-500-anos-de-prision-a-tres-responsables-por-caso-heaven/. Consultado el 22 de abril del 
2018. 


108 


Hoy se identifican 3 tendencias principales: la doctrina objetivo- subjetiva, la 
doctrina objetiva o realista alemana y la tesis subjetivista italiana; y alrededor de ellas 


hay otras muchas posturas que matizan las ideas principales. 


La tesis objetiva — subjetiva indica que tanto los actos como la intención del 
activo deben atenderse para considerar el delito continuado, por lo que sus elementos 
son: Voluntad única, pluralidad de actos uniformes, estrecha relación espacial y 
temporal de los actos individuales y pertenencia al mismo grupo reconocible también 


objetivamente y para un tercero.!” 


Mientras la doctrina objetiva da prioridad a la ejecución similar de los actos y 
precisa que sus elementos son: Unidad de ocasión, similitud de tipo, unidad de bien 


jurídico lesionado y homogeneidad en la ejecución.? 


Por otro lado, la tesis subjetiva da realce a la voluntad del activo en cometer, 
desde un inicio, todas las acciones. Considerando que los elementos del delito 
continuado son: Unidad de resolución, unidad de lesión jurídica y pluralidad de 


acción.?' 


Cardona considero algo de la tesis alemana objetivo-subjetiva, pero particularizó 
los elementos del delito continuado en: Unidad de determinación, pluralidad de 
acciones, unidad de lesión jurídica, y, en ciertos casos, unidad de sujeto pasivo. 
Como también asumió la postura subjetiva italiana que dispone justificar un plan 


global previamente concebido. 


19 Cfr. Roxin, Claus: derecho penal. Parte general. Tomo ll. Especiales formas de aparición del 
delito. Tomo ll. Traducción y notas de Diego —-Manuel Luzón Peña, José Manuel Paredes 
Castañon, Miguel Días y García Conlledo, Javier de Vicente Remesal. Thompson Reuters. 
Navarra España. 2014; p. 950 


20 Cfr. Madariaga, Francisco: Delito continuado. En enciclopedia jurídica omeba. Tomo VI. Defe- 
Dere. Driskill S.A. Buenos Aires Argentina. 1991; p. 265. 


21 Cfr. Madariaga, Francisco: Delito continuado. En enciclopedia jurídica..., p. 265. 


109 


El último párrafo del artículo 10 del código penal de Guanajuato es coherente 
con alguna de las conclusiones anteriores, más no define el delito continuado, ni 


limita a la existencia de dolo unitario. 


Pues bien, ni en las conclusiones del pluricitado autor, ni acorde al texto legal, 
es posible presentarse en delitos imprudentes”? (a diferencia de las legislaciones que 
siguen la tesis puramente objetiva, en él sí caben los delitos imprudenciales),? punto 


en que existe una opinión mayoritaria. 


22 En este sentido, consta el criterio del poder judicial de Guanajuato que literalmente sostiene: 
Delito continuado, previsto en el artículo 10, tercer párrafo, del código penal del estado de 
Guanajuato. Se actualiza sólo en los casos de delitos cometidos dolosamente y no de aquellos 
de realización culposa. Conforme a la disposición contenida en el párrafo tercero del artículo 
10 del Código Penal del Estado de Guanajuato, para que un delito sea continuado, se requiere 
de la concurrencia, entre otros factores que ahí se describen, de la unidad de propósito 
delictivo en quien tenga carácter de sujeto activo. Lo anterior significa que éste, al ejecutar el 
primero de los actos ilícitos, tiene ya la intención de llevar a cabo los futuros hasta alcanzar su 
finalidad; por lo tanto, el delito llamado continuado sólo puede actualizarse cuando es cometido 
dolosamente, y no cuando se ejecuta culposamente, pues es en el primer caso cuando el 
agente delictivo actúa queriendo la realización del hecho legalmente tipificado o lo acepta, 
previniéndolo al menos como posible, en términos del artículo 13 del mismo ordenamiento 
legal citado, y así puede sostenerse entonces, en su caso, que una persona tiene unidad de 
propósito ante una pluralidad de conductas cometidas por ella que violen un mismo precepto 
legal. Criterio sustentado por la Cuarta Sala Penal unitaria del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato, en la resolución pronunciada el 19 de junio de 2015 en el toca número 
109/2015, formado con motivo del recurso de apelación interpuesto por el Ministerio Público en 
contra del auto dictado el 8 de mayo de igual año, por el Juzgado de Partido en materia Penal 
de la ciudad de San Miguel de Allende, en el proceso penal 16/2015. Boletín jurídico. Núm. 6. 
Año 2015. Pág. 12. 


23 Cfr. Jescheck, Hans-Heinrich y Weigend, Thomas: Tratado de derecho... , p 772. 
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Mas, en la interpretación del concepto propósito delictivo, si hay acida discusión 


actual. Como ya se dijo el profesor Cardona asumió el concepto de dolo unitario (o 


dolo de conjunto o dolo global) caracterizado por un plan preconcebido desde el 


origen.” 


Cardona, en su artículo del que se ha insistido fue anterior al precepto legal, 


afirmó la inexistencia de delito continuado en el caso del trabajador que realizó 


múltiples robos a su patrón, en diferentes ocasiones aprovechando las circunstancias. 


Por lo que —aseguró— no hubo un plan preconcebido (P. 67).2 


24 


25 


Tal como se sostuvo en la tesis de jurisprudencia que estipula: Delito continuado y acumulación 
real de delitos. La falta de comprobación de la unidad de propósito en la ejecución de los actos 
ilícitos en el primero, actualiza el segundo (legislación del estado de Sonora). Conforme al 
artículo 50., fracción l!l, del Código Penal del Estado de Sonora, el delito continuado se integra 
con los siguientes requisitos: a) la reiteración de conductas ilícitas; b) la ejecución de hechos 
de idéntica naturaleza, que afecten al mismo ofendido e idéntico bien jurídico tutelado; y, c) que 
desde la realización de la primera conducta haya unidad de propósito delictivo, es decir, que 
al iniciarse el primero de los actos ilícitos exista intención de llevar adelante los actos futuros, 
hasta llegar a la unidad, alcanzando el propósito final, por lo que ante la falta de comprobación 
de ese elemento (unidad de propósito), debe considerarse que existe acumulación real de 
delitos y no delito continuado. Época: Novena época. Registro: 177031. Instancia: Tribunales 
colegiados de circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario judicial de la federación y su 
gaceta. Tomo XXII, Octubre de 2005. Materia(s): Penal. Tesis: V.20.50 P. Página: 2335. 


En esta misma postura, se pronunciaron las jurisprudencias que literalmente sostienen: 

Violación. Se actualiza el concurso real homogéneo de delitos cuando un mismo sujeto activo 
comete dos o más ilícitos iguales en contra del mismo pasivo, realizados en distinto tiempo 
(artículos 182 y 183 del código penal para el estado de Veracruz, antes de su reforma y 
reubicación, publicada el dos de abril de 2010). Los elementos del delito de violación, a que se 
refieren los artículos 182 y 183 del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Veracruz 
de Ignacio de la Llave, antes de su reforma y reubicación, son los siguientes: a) por medio de 
la violencia física o moral; b) se tenga cópula, entendida como la introducción del miembro 
viril en el cuerpo de la víctima de cualquier sexo (ya sea menor de catorce años, o persona 
que no tenga la capacidad de comprender el significado del hecho o por cualquier causa no 
pueda resistir); y, c) que sea por la vía vaginal, anal u oral. Tomando en consideración que 
dicho ilícito es de naturaleza instantánea, porque en el mismo momento en que se actualiza 
la conducta punible se produce el resultado, en el supuesto de que el sujeto activo agote los 
elementos típicos en el cuerpo de la víctima, encaminados en cada ocasión a consumar dicho 
ilícito, pero en diversos momentos, siempre que entre ellos hubiere secuela y separación en 
el tiempo, se lesiona el bien jurídico tutelado, por lo que debe considerarse que se actualiza el 
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Dicha postura colisiona con la del dolo independiente que no exige un plan 


preconcebido único sino solo motivaciones semejantes? y en ese sentido, en este 


concurso real homogéneo de delitos. En este caso, no puede hablarse de un delito continuado, 
porque las conductas que se producen bajo ese esquema no son susceptibles de actualizar 
la unidad de propósito delictivo que requiere este tipo de delitos, entendiendo como tal el 
elemento de carácter subjetivo que exige del sujeto activo un conocimiento estructurado, un 
trazo a modo de plan o proyecto o un designio único, mediante el cual las diversas acciones 
delictivas aparecen significando etapas de realización hacia un objetivo común y por esa 
razón integran un delito único. Contradicción de tesis 397/2010. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región del Séptimo 
Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Séptimo Circuito. 
23 de febrero de 2011. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles. Época: Novena época. Registro: 161932. Instancia: Primera sala. Tipo de 
Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario judicial de la federación y su gaceta. Tomo XXXIII, 
Mayo de 2011. Materia(s): Penal. Tesis: 1a./J. 24/2011. Página: 179. 

Abuso sexual. Se actualiza el concurso homogéneo de delitos cuando exista pluralidad de 
conductas ejecutadas por el mismo sujeto activo en contra del mismo pasivo, realizadas en 
distinto tiempo.Cuando en el delito de abuso sexual se está en presencia de pluralidad de 
tocamientos efectuados por el activo en el cuerpo de la víctima, realizados en distinto tiempo 
y encaminados en cada ocasión a consumar dicho ilícito, en cada una de ellas se actualizará 
un delito independiente, pues el abuso sexual es un delito instantáneo, porque en el mismo 
momento en el que se actualiza la conducta punible se produce el resultado, esto es, se 
destruye o sufre un menoscabo el bien jurídico tutelado, por lo que debe estimarse que se 
actualiza el concurso real homogéneo de delitos. En estos casos, no puede hablarse de un delito 
continuado, porque las conductas que se producen bajo ese esquema no son susceptibles de 
actualizar la unidad de propósito delictivo que requiere este tipo de delitos, entendiendo como 
tal el elemento de carácter subjetivo que exige del sujeto activo un conocimiento estructurado, 
un trazo a modo de plan o proyecto o un designio único, mediante el cual las diversas acciones 
delictivas aparecen significando etapas de realización hacia un objetivo común y por esa razón 
integran un delito único. Contradicción de tesis 125/2005-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Octavo, ambos en Materia Penal del Primer Circuito. 23 de 
noviembre de 2005. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Carmina 
Cortés Rodríguez. Época: Novena época. Registro: 176058.Instancia: Primera sala. Tipo de 
Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario judicial de la federación y su gaceta. Tomo XXIII, 
Febrero de 2006. Materia(s): Penal. Tesis: 1a./J. 201/2005. Página: 33. 


26 Cfr. Mir Puig, Santiago: Derecho penal. Parte..., p. 672. 
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siglo, el profesor español Muñoz Conde,” aseguró que el empleado que, durante 


un largo tiempo, se apodera diariamente de una pequeña cantidad de dinero de la 


caja de la empresa donde trabaja, comete un solo delito. Es decir, no se necesita la 


justificación de un plan preconcebido sino que se aprovecha la ocasión. 


De la riña de ideas, aparece con mejores argumentos la del dolo independiente 


pues aceptar la tesis de dolo unitario, materialmente implica la muerte del delito 


continuado, ya que es prácticamente imposible o al menos muy difícil justificarlo.” 


De por sí, la acreditación del aspecto subjetivo tiene sus bemoles; justificar 


además que, desde el principio, el activo, tenía un plan preconcebido para realizar 


todas las acciones, no es viable procesalmente hablando. 


27 


28 


29 


Cfr. Muñoz Conde, Francisco, y Gracia Aran, Mercedes: Derecho penal. Parte general. 8? 
edición, revisada y puesta al día conforme a las Leyes Orgánicas 1/2015 y 2/2015, de 30 de 
marzo. Tirant lo Blanch. México. 2015; p. 471. 


En este sentido se localiza la tesis de jurisprudencia que dice: Intervención de comunicaciones 
privadas. Constituye un delito continuado, cuando existe unidad delictiva en la intención. El 
ilícito de intervención de comunicaciones privadas es, por regla general, un delito instantáneo, 
ya que su consumación se agota en el mismo momento en que se han realizado todos sus 
elementos constitutivos y sólo por excepción, en el supuesto de que exista unidad delictiva en 
la intención, constituye un delito continuado, cuando con pluralidad de conductas y unidad de 
sujeto pasivo, se viola el mismo precepto legal; por ello, en casos así, todos los actos cometidos 
deben considerarse en conjunto como un solo delito ejecutado durante determinado tiempo, 
porque de no proceder de esta manera, se admitiría la posibilidad de procesar a los inculpados 
varias veces por hechos similares verificados durante el tiempo que duró su intención delictuosa, 
considerándolos aisladamente y hasta existiría la posibilidad de que se dictara por cada uno 
diversa sentencia, en franca contravención también al artículo 23 constitucional, que establece 
que nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito, ya que no pueden existir tantos 
delitos cuantas sean las intervenciones de comunicación realizadas, sino que deben estimarse 
como uno solo. Época: Novena época. Registro: 183796. Instancia: Tribunales colegiados de 
circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario judicial de la federación y su gaceta. Tomo 
XVIII, Julio de 2003. Materia(s): Penal. Tesis: 1.40.P.20 P. Página: 1146. 


Cfr. Jescheck, Hans-Heinrich y Weigend, Thomas: Tratado de derecho... , p. 771. 
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Y esto se refleja con un grupo de criterios del poder judicial federal mexicano, 
que se adhieren al concepto de dolo unitario y, por cierto, en casos fácticos similares, 


en Alemania, se determinó que se trata de supuestos de delito continuado. 


Sólo por mencionar un ejemplo, recuérdese el caso de reiterados abusos 
sexuales contra un niño, que en la doctrina tudesca fue aceptado como un ejemplo de 


delito continuado, mientras que en México se le calificó como concurso real. 


Adicionalmente no debe olvidarse que el objeto inicial del delito continuado 
fue liberar del castigo de muerte al ladrón triplemente reincidente; en cuyo caso, si 
se hubiera exigido la comprobación de un plan único desde el primer robo hasta el 


último, sencillamente se quedaría sin razón de ser la institución citada. 


Otro argumento para no concordar con la postura del dolo unitario, es que, aun 
aceptándolo como válido, se llega a un similar resultado, de considerar la existencia 


del delito continuado, en aplicación del principio in dubio pro reo. 


La fiscalía tiene la carga de la prueba, por lo que para la existencia de un 
concurso real, necesita justificar que cada una de las conductas del activo tuvieron una 
intención única y diferenciada de las demás y, si no justifica el dolo individual para 
cada conducta, en aplicación de lo más benéfico para el procesado, ortodoxamente 
debe considerarse ante la deficiencia probatoria, el dolo unitario, y por ende, el delito 


continuado. 
En fin, hoy se puede estar o no de acuerdo con las conclusiones del profesor 


Cardona, pero, parafraseando otra tesis penal pretérita, fue conditio sine qua non para 


la producción del momento en que ahora estamos. 


30 Cfr. Jescheck, Hans-Heinrich y Weigend, Thomas: Tratado de derecho... , p. 771. 
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Tratamiento punitivo del delito continuado 


Cardona indicó que el delito continuado debe ser sancionado más gravemente 


que un delito individual, pero menos que un concurso. 


El código penal de Guanajuato deja al juzgador, en la individualización de 


sanciones, determinar las consecuencias jurídicas, atendiendo a un sólo delito 


perpetrado por varias conductas.*' 


31 


Como lo sostiene la tesis de jurisprudencia mexicana: Individualización de la pena en los delitos 
continuados calificados. Momento en que debe aplicarse la regla de punición prevista en el 
artículo 83 del código penal para el estado de Baja California. El precepto citado establece que 
en caso de delito continuado, la pena correspondiente al “delito cometido” podrá aumentarse 
en una mitad más sin que exceda del máximo previsto en el título tercero de ese ordenamiento. 
Luego, si el delito continuado acontece cuando, con pluralidad de conductas y unidad de 
propósito delictivo, se viola el mismo bien jurídico tutelado, de manera que tales acciones no 
entrañan diversos ilícitos, sino uno solo, porque existe unidad de ofensa y daño, entonces, en 
caso de que en todas ellas se reúna la misma característica agravante, al existir homogeneidad 
en las acciones, es incontrovertible que el “delito cometido” es el ilícito básico junto con su 
correspondiente agravante. Consecuentemente, en tal hipótesis, al individualizar la pena, el 
Juez deberá, en primer lugar, imponer la que corresponda por el tipo básico, posteriormente 
por la agravante y, finalmente, aplicar la regla de punición prevista en el mencionado numeral, 
sin que ello implique infracción al principio non bis in idem, pues no se está sancionando dos 
veces la calificativa, porque las conductas que completan el ilícito continuado integran un solo 
resultado delictivo y desvincular de éste la agravante que haya quedado demostrada en el 
proceso, implicaría modificar la acusación penal. Época: décima. Registro: 2006572. Instancia: 
Tribunales colegiados de circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del semanario judicial 
de la federación. Libro 6, Mayo de 2014, Tomo lll. Materia(s): Penal. Tesis: (V Región)50.13 P 
(10a.). Página: 2035. 
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Otras legislaciones dan tratamiento diferente al delito continuado, aumentando 
la sanción, caso del artículo 64 del código penal federal*?, o incluso en algunas 


legislaciones se le considera una especie de concurso.** 


Dependerá del texto legal la explicación del tratamiento punitivo del delito 
continuado, aunque desde el punto de vista doctrinario, es congruente lo que apuntó 
el profesor Cardona en el sentido de que debe reprimirse más severamente que un 


delito simple, pero menor que un caso de concurso.** 


32 El artículo 64 del código penal federal en la parte conducente señala “(...)En caso de delito 
continuado, se aumentará la sanción penal hasta en una mitad de la correspondiente al 
máximo del delito cometido, sin que exceda del máximo señalado en el Título Segundo del 
Libro Primerof...)”. 


33 En el contexto español, para la doctrina y jurisprudencia mayoritarias, el delito continuado es una 
modalidad del concurso real que se conforma, según sentencias del tribunal supremo de fecha 
18 de febrero de 2010 y 22 de marzo de 2010 con: 1) Una pluralidad de acciones diferenciadas. 
2) Una cierta conexión temporal (que no trascurra entre ellas un tiempo excesivo). 3) Que se 
realicen conforme a un plan preconcebido o aprovechando idéntica ocasión (dolo unitario). 4) 
La homogeneidad (identidad o semejanza) del precepto infringido. 5) Identidad del sujeto o de 
los sujetos activos (lo que no impide que durante la continuidad delictiva se pueda producir 
la incorporación o el abandono de algún autor o partícipe, respondiendo sólo del tramo de 
continuidad en el que intervino. En http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp consultadas 
el 1 de abril del 2018. 


34 llustra en el punto el criterio jurisdiccional del estado de Guanajuato que sostuvo: Distinción 
entre concurso real y delito continuado. Quinta Sala Penal.- Toca número 153/979.-Magistrado: 
Ángel Martínez Inda. En realidad, es uno solo el agravio formulado por el fiscal, aunque se 
expresen diversas razones con la pretensión de explicarlo y fundamentarlo; el fondo del 
problema que plantea consiste en afirmar que en la especie se da un concurso real de delitos, 
en los términos de los artículos 28 y 30 del Código Penal de actual vigencia, porque el inculpado 
cometió el mismo delito de extorsión que define el artículo 291 del propio Ordenamiento en 
cinco ocasiones diferentes y en perjuicio de diversos pasivos, por lo que, afirma, debe 
acumularse la sanción que corresponde a cada uno de dichos ilícitos; de tal criterio, deduce 
que la a-quo implico dichos preceptos y que se fundamento erróneamente en el artículo 30, 
fracción V del mismo Código que contempla uno de los casos en que se declara improcedente 
el concurso por darse la hipótesis de absorción o consunción de una figura en otra, porque se 
comprenden en una sola, valorativa o descriptivamente en sus elementos concluye el apelante 
que por esta razón, aun aceptando, sin conceder, que la peligrosidad del inculpado fuera 
mínima, no procedería, merced a la acumulación de penas, la concesión del beneficia de la 
condena condicional que se otorgó en la sentencia impugnada. Respecto a tales 
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(continuación de la nota al pie 34) argumentos, es cierto que la Juez de Primer Grado aplicó 
exactamente el artículo 30 del Código Penal, fracción V pues no se da en el caso el supuesto 
jurídico de consunción o absorción al que dicha fracción se refiere, pues esta alude a figuras 
típicas distintas que llegan a identificarse porque una comprende valorativa o descriptivamente 
los elementos de la otra y se produce en casos en que tal absorción o consunción opera “de 
medio a fin (uso de documento falso y fraude), de peligro o daño (disparo de arma de fuego y 
lesiones), de menos a más (homicidio y parricidio), etcétera, casos en los que la absorción 
Opera de la menos grave a la más grave sancionándose solo está (exposición de motivos del 
actual Código Penal), situación que no se da en la especie repetimos pues en ningún momento 
concurren figuras delictivas diversas en las que se produjera el fenómeno de la absorción, sino 
una sola figura típica definida como extorsión por el artículo 291 del propio Código a que antes 
se hizo alusión; sin embargo, el aserto del Fiscal resulta irrelevante en el caso que estudiamos 
pues a pesar de lo infundado del razonamiento del Juez en que pretende fundar su sentencia, 
tampoco es el caso de aplicar los artículos 28 y 30 del Código Penal que considera violados el 
recurrente, ya que no estamos en presencia de un concurso real, como él lo pretende, pues 
aunque aparentemente la literalidad del primero de dichos preceptos le daría la razón al definir 
dicho concurso como la comisión de “varios delitos ejecutados en actos distintos” basta 
analizar los medios comisivos emplazados por el acusado “su unidad de intención, criterio de 
identidad objetiva de la conducta y unidad de resolución” (exposición de motivos antes 
señalada), para comprender que la realidad de lo acontecido nos coloca frente a la hipótesis 
definida en el artículo 14 del Código Penal como delito continuado, independientemente de que 
los sujetos pasivos sean diversos (pues la identidad del pasivo para configurar tal delito solo 
se requiere en lesiones o agresiones contra la vida, 1a sa1ud, el honor, la libertad y la honestidad 
de las personas), y que los actos constitutivos del mismo se hubieren verificado en diferentes 
ocasiones; bien es verdad que la distinción en casos como el presente, entre concurso real y 
delito continuado, es sutil y motiva duda y discusión, pero profundizando en la conducta del 
agente, en la observación de su finalidad, en el empleo de los métodos o medios comisivos, 
esto es, en lo que la doctrina califica como “criterio de identidad objetiva, unidad de la lesión 
JURIDICA (no personal) y unidad de resolución”, como se hizo notar en líneas precedentes, 
encontramos la pauta para establecer la diferencia entre una y otra de las hipótesis a que 
antes aludimos, entre concurso de delitos y delito continuado (en el que, obviamente, por ser 
uno solo, no hay posibilidades de concurso), demostración que solo se obtiene a posteriori, en 
cada caso, mediante juicios de valor que debe formular el Juzgador, analizando todas las 
constancias pertinentes de autos de las que pueda desprender un criterio fundado, razonable, 
que lo capacite para resolver el problema que se le plantea. No resulta ocioso invocar en apoyo 
de nuestra idea los argumentos de la doctrina en los que se inspira: Fernando Castellanos dice 
sobre el particular “Clasificación de los delitos... Continuado. En este delito se dan varias 
acciones y una sola lesión jurídica. Es continuado en la conciencia y discontinuo en la 
ejecución... Se dice que el delito continuado consiste en: 1%.- Unidad de resolución; 2”.- 
Pluralidad de acciones (discontinuidad en la ejecución); y, 3%.- Unidad de lesión jurídica. Como 
ejemplo puede citarse el caso del sujeto que decide robar veinte botellas de vino, para no ser 
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(continuación de la nota al pie 34) descubierto, diariamente se apodera de una, hasta 
completar la cantidad propuesta. El concurso de delitos.- Pluralidad e acciones y unidad de 
resultado.-Una conducta reiteradamente delictuosa, puede lesionar el mismo bien tutelado por 
el derecho. Las acciones son múltiples para una sola lesión jurídica. Se habla entonces del 
delito continuado. Recuérdese que es continuado en la conciencia y discontinuo en la ejecución. 
Consiste en unidad de resolución, pluralidad de acciones y unidad de ataque jurídico. En el 
delito continuado son varias las acciones emanadas de la misma resolución (diversos adulterios 
con una persona, robar determinados bienes mediante acciones repetidas).- (Lineamentos 
Elementales de Derecho Penal. Editorial Porrúa, S.A., Séptima Edición. 1973). Por su parte, 
Carranca y Trujillo trata el tema como sigue en lo conducente: “Pluralidad de acciones y un solo 
resultado: el delito continuo. Cuando hay pluralidad de acciones parciales que concurren entre 
todas a integrar un solo resultado también el delito es uno solo y se denomina continuo... El 
hecho que lo constituye se integra con acciones plurales procedentes de la misma resolución 
del sujeto y con violación del mismo precepto legal... Delito continuo es una repetición de actos 
criminosos constitutivos del delito y distintos entre sí, pero unidos en una sola conciencia 
delincuente porque van dirigidos al cumplimiento de un mismo propósito criminoso (Pessina, 
citado por Carranca)... Es subjetivamente uno solo porque la resolución es única, único el dolo 
y desde el primer instante se tiene la representación de todas las acciones sucesivas, único 
objetivamente porque no importa que la cosa que se quiera obtener se obtenga en una sola vez 
o en varias sucesivas (Alimena)... Para Mezger los elementos del delito continuo son: unidad 
del tipo básico y del bien jurídico lesionado, la homogeneidad en las formas de ejecución, una 
conexión temporal adecuada; y en los ataques contra bienes jurídicos eminentemente 
personales —vida, cuerpo, honor, libertad y honestidad- también identidad de la persona 
ofendida... La esencia del delito continuo la constituye una pluralidad de acciones perfectamente 
diferenciadas las unas de las otras en orden al tiempo y que sin embargo son valoradas 
jurídicamente como una unidad... en nuestro derecho no procede la acumulación de sanciones 
cuando los hechos constituyen un delito continuo”...(Derecho Penal Mexicano, Parte General. 
Tomo ll. Sexta Edición. Antigua Librería Robrado. 1964). En términos similares se formulan los 
comentarios respectivos en el Código Penal Comentado del Estado de Guanajuato, de los 
señores Abogados Cardona Arizmendi y Ojeda Rodríguez. Creemos que en las reflexiones 
doctrinarias que anteceden se encuentra la clave que nos da la solución adecuada en el caso 
a estudio, de acuerdo con el criterio que al efecto se expuso; y, repetimos, no es obstáculo para 
insistir en él, el afirmar que en el caso que nos ocupa los ofendidos fueron personas diferentes 
y que, por lo mismo, también seria diversa, no única, la lesión, pues si atendemos a los 
argumentos transcritos y la propia definición de nuestro Código respecto al delito advertimos 
que la identidad del pasivo solo se exige cuando las distintas acciones o conductas agreden a 
la vida, honor, libertad y honestidad, por lo que, a contrario sensu, no tratándose de la afectación 
a tales valores tutelados por el derecho y que son eminentemente personales, los sujetos 
pasivos pueden ser varios, por eso la doctrina se refiere a una sola lesión jurídica como ya lo 
hicimos notar, lo que implica que se viola “un solo y mismo precepto legal”. (Adviértase en este 
proceso, la conducta del acusado; llamadas telefónicas anónimas, ostentación de ser activista, 
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Conclusiones 


a calidad del ensayo, el hecho de que fue pionero en México y que algunas 
de sus consideraciones consta en el actual 3er párrafo del artículo 10 del 
código penal de Guanajuato; validan la recensión del artículo sobre el delito 


continuado del profesor Cardona. 


Cierto que con el paso del tiempo ha evolucionado la referida institución 
jurídica y las posturas jurisprudenciales como las teóricas que lo explican; pero 
sustancialmente sus elementos integrantes y muchas de las explicaciones dadas en 


antaño, siguen siendo válidas. 


Por supuesto, el análisis de cualquier institución obliga a citar lo más reciente. 
Mas, como es el caso, para estudiar íntegramente los antecedentes legales del delito 
continuado en Guanajuato, la referencia del texto del profesor Cardona, es obligada. 
Actualizando su concepto de delito continuado de forma que integre el elemento 


legal con el de la doctrina científica actual, queda: 


La ficción jurídica por la que varias conductas acontecidas en el mundo real, 
jurídicamente se consideran una sola. Requiriendo que el activo dolosamente viole 
el mismo precepto legal, y en casos de agresiones a la vida, a la salud, al honor, a la 
libertad y a la honestidad, se necesita que la persona afectada sea la misma; mientras, 


para el resto de los delitos, puede ser la misma persona o diferentes. 


(continuación de la nota al pie 34) amenaza idéntica en cuanto a daños a familiares y bienes, 
el mismo tipo de instrucciones para el depósito del dinero, señalamiento de lugares de cierta 
especificación para tal entrega (Parroquia o Catedral); motivación o finalidad: comprar un 
coche y ropa; causa u origen de la conducta: haberlo visto en una película (fojas 14 frente) todo 
lo cual nos convence, como antes se dijo, de la “unidad de intención, criterio de identidad 
objetiva y unidad de resolución” a que alude nuestro Código. Consecuentemente, -siendo 
infundado el agravio del Fiscal, y no habiéndose formulado por este consideración alguna 
sobre la peligrosidad del agente, lo que nos impide reflexionar sobre el tema y aumentar la 
sanción impuesta, y por lo mismo, hacer estimación alguna sobre la condena condicional 
concedida al inculpado, es de confirmarse la sentencia recurrida. En boletín del supremo 
tribunal de justicia del estado de Guanajuato. Octubre 1980. No. 6; pp. 14-18. 


119 


Sus elementos son: unidad de propósito delictivo, pluralidad de conductas, 
trasgresión del mismo precepto legal e identidad de sujeto pasivo en casos de 


agresiones a la vida, a la salud, al honor, a la libertad y a la honestidad. 


Dentro del primer ingrediente, la unidad de propósito delictivo, hay un subtema 
que a la fecha sigue siendo polémico y, de la postura que se asuma dependerá la lista 
de casos en que se considera acreditado el delito continuado. 


Por un lado, si se interpreta que la figura requiere un dolo unitario que exige 
un plan criminal único preconcebido de todas y cada una de las conductas realizada 


versus la postura de dolo independiente que no requiere el referido plan. 


Cardona adoptó el primer criterio lo que se traduce prácticamente en anular el 
delito continuado por la dificultad o llana imposibilidad de acreditar que desde un 


inicio el activo proyectó todas y cada una de las conductas posteriormente realizadas. 
Quedan pendientes muchas interrogantes en el tintero tales como: 


¿S1 el delito continuado fue realizado para la benignidad del régimen punitivo, 
porqué en el tema de prescripción en los delitos que se persiguen de oficio, el tiempo 
empieza a computarse una vez que concluye la última conducta? o, ¿se debe 
conceder al activo de delito continuado los beneficios de ley, si la ley dispone que 
es para el activo que comente el primer delito? o, ¿procede la justicia restaurativa en 
el delito continuado, si materialmente el activo es reincidente? o, ¿puede acceder un 
imputado a la suspensión condicional del proceso considerando que materialmente 


no es primodelincuente?. 


35 Mientras que en los delitos que se persiguen por querella de parte debe ser examinado 
separadamente. Cfr. Jescheck, Hans-Heinrich y Weigend, Thomas: Tratado de derecho... , p 
773. 
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Para esas interrogantes y en general para histórica e íntegramente interpretar 
el tercer párrafo del artículo 10 del código penal de Guanajuato, consta la guía- 


precedente; el ensayo del profesor Enrique Cardona Arizmendi. 


Código QR de la revista Memoria Jurídica, que contiene el artículo 
cuya recensión se hace. 
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